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Nota del autor


 El objeto de este trabajo es la exposición detallada de la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea sobre el empleo público de duración determinada, especialmente por lo que se refiere a las relaciones reguladas por el Derecho administrativo en el empleo público español. Desde mediados de 2005 el TJUE viene dictando sentencias en procedimientos prejudiciales, especialmente remitidas por Juzgados y Tribunales españoles, en las que se ha venido sentando una serie de criterios en interpretación y aplicación de la Directiva 1999/70/CE y el Acuerdo marco. Estos criterios sirven tanto para evaluar a la luz del Acuerdo marco la regulación de las relaciones de trabajo temporales en la Administración pública, como para resolver los asuntos específicos en los que surgió la duda dio lugar al reenvío prejudicial. Aquí se va a atender casi exclusivamente a lo que dice el TJUE y a cómo lo dice al interpretar la Directiva y el Acuerdo marco, prestando atención a sus razonamientos tal y como aparen en sus sentencias y autos.

La relevancia y trascendencia de la actuación del TJUE en lo que aquí interesa, es especialmente significativa en los últimos años, especialmente desde la sentencia de 22-12-2010, en el asunto Rosado Santana así como en la posterior sentencia que resolvió el asunto Valenza. Determinadas cuestiones relacionadas con el funcionario interino solo han tenido una solución favorable a la equiparación con el funcionario de carrera en los pronunciamientos prejudiciales. Se ha reconocido una total equiparación retributiva así como que los servicios previos a la adquisición de la condición de funcionario de carrera tengan una valoración en los procedimientos de gestión de personal (concursos de traslados y promoción interna, principalmente), aunque esto no está totalmente no definitivamente resuelto.

La cuestión es distinta en lo que se refiere a la prevención y sanción del fraude en la temporalidad de los funcionarios interinos. Si en principio se pretende equiparar la sanción al fraude en la contratación temporal entre privados a la que se debe dar al mismo fraude en el ámbito de la Administración pública, hay diferencias que no se pueden soslayar, ni por los Tribunales nacionales ni por el TJUE. La conversión automática de una relación temporal en fraude en una relación indefinida, solución esta que es la norma general entre privados, en el empleo público tropieza con las exigencias constitucionales (art. 23.2 CE) de acceso a través de procedimientos de acceso sujetos a los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad. Esto hace que las soluciones que se dan jurisprudencialmente tengan mucho de voluntaristas y, como era de esperar, disfuncionales. La figura del indefinido fijo en el empleo público español, creada por el Tribunal Supremo para sancionar de algún modo el fraude de las Administraciones públicas españolas en la contratación laboral temporal, es un ejemplo que no deja de tener múltiples adaptaciones según va evolucionando la jurisprudencia del TJUE. Más problemático es aún el trasvase de esa figura propia del Derecho laboral a las relaciones funcionariales, y ya tenemos varias sentencias que han anulado ceses de funcionarios interinos condenando a la Administración a tenerlos como personal indefinido no fijo. Todo esto será objeto de estudio.

El trabajo se ha desarrollado mediante un análisis de la Directiva 1999/70/CE y el Acuerdo marco. Se ha intentado hacer un estudio trasversal de la normativa sobre la premisa de que son dos las cuestiones centrales: la prohibición del trato desfavorable para el trabajo de duración determinada (cláusula 4ª del Acuerdo marco) y prohibición de abuso en la contratación temporal sucesiva (cláusula 5ª). Por ello hay apartados comunes y otros específicos y, en estos últimos, hay tratamientos diferenciados respecto a un mismo aspecto. Por ejemplo, en el análisis de la regulación y doctrina del TJUE sobre el abuso en la contratación sucesiva se ha hecho un estudio desde la perspectiva del encadenamiento de los nombramientos y otro desde el punto de vista de la prohibición de la conversión en indefinidas de las relaciones temporales abusivas. Son dos formas de ver un mismo asunto y, por ello, en algunos momentos se efectúan reiteraciones que, entiendo, son inevitables. El examen de una cuestión tan relevante para el trabajo temporal como es la de la conversión en indefinidas de las relaciones concertadas con abuso de la contratación temporal, es abordada tanto en el examen de las causas objetivas justificadoras del encadenamiento de los contratos, como desde la perspectiva de las Administraciones públicas y sus necesidades permanentes de sustituir vacantes en plantillas muy amplias. Y en estrecha relación con lo anterior, también debe ser examinada la prohibición absoluta de conversión que existe en nuestro sistema de empleo público y su acomodo con la cláusula 5ª del Acuerdo marco sobre contratación de duración determinada. Y, para agotar el tema, examinar si la figura del indefinido no fijo es realmente una medida eficaz que compense la prohibición de conversión, o no lo es, y, en todo caso, su aplicación a las relaciones funcionariales interinas (algo ya real desde la sentencia del asunto Martínez Andrés y Castrejana López). Un mismo asunto visto de varios puntos de vista es una manera de acercamiento que pretende clarificar una complicada situación en el empleo público español. Espero haber colaborado en algo a la clarificación.

Mención aparte merece el comentario del asunto Diego Porras. El ruido a que ha dado lugar esta sentencia del TJUE solo es comparable a la furia en afianzarla o desacreditarla. En el capítulo 9 se hace un examen detallado de la sentencia a la que se critica en todos sus aspectos, pero de la que debe extraerse una lección: el TJUE parece que se ha equivocado pero ha traído al primer plano el asunto central del Acuerdo marco: la sanción adecuada a las situaciones abusivas en la contratación temporal.

Se ha optado por incluir al final del trabajo dos capítulos relacionados con el objeto del trabajo. Se trata de unas referencias generales a los principios de primacía y efecto directo del Derecho de la UE en sus relaciones con los Derechos nacionales de los Estados miembros, así como una pequeña exposición del derecho derivado de la UE solo en lo que respecta a los reglamentos y las directivas (capítulo 10). Además, se ha incluido un capítulo sobre la extinción de la relación de servicios de los funcionarios interinos en el Derecho español (capítulo 10). Entiendo que son de interés ambos asuntos. El primero por cuanto las sentencias y autos del TJUE se pronuncian en vía prejudicial girando tanto las preguntas como las respuestas sobre el acomodo de las normativas internas con la regulación del Acuerdo marco, siendo de especial importancia y de reiterado uso los principios de primacía, efecto directo e interpretación conforme. Y el segundo en atención a que mucho de lo tratado va a tener que «enfrentarse» con una consolidada doctrina de los Tribunales españoles sobre la figura del funcionario interino y la regulación de su cese.

Agradezco a Albert Ferre y a Santiago Gales su confianza y, sobre todo, su paciencia en la gestión y edición del libro. A la abogada Mónica Soler agradezco su colaboración en la redacción del capítulo referente al asunto Diego Porras y las diversas sugerencias que hizo en la elaboración del trabajo.
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Capítulo I La Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre trabajo de duración determinada (1) 



 1.  EL DIÁLOGO SOCIAL EUROPEO

El diálogo social es un elemento fundamental del modelo social europeo, plenamente reconocido en el Tratado a partir de la reforma de Ámsterdam. De esta forma, los interlocutores sociales los representantes de las empresas y de los trabajadores, pueden contribuir activamente a la elaboración de la política social europea (2) . El diálogo social tiene también como objetivo la mejora de la gobernanza europea a través de la participación de los interlocutores sociales en el proceso de toma de decisiones y de su aplicación. Tiene su fundamentación actual en el Título X «Política Social» del TFUE.

Si ya en el texto original del Tratado de Roma podía decirse que el fomento de la colaboración entre los Estados miembros en relación al derecho de asociación y de negociación colectiva entre trabajadores y empresarios era uno de los objetivos de la Comisión Europea en el ámbito social, sin embargo no se concretó.

Hubo que esperar hasta 1985 para que el diálogo social comunitario iniciara su andadura a instancias de Jacques Delors, entonces Presidente de la Comisión Europea, que organizó reuniones de los representantes de la Unión de confederaciones de la industria de la Europea (UNICE), el Centro Europeo de la empresa Pública (CEEP) y la Confederación europea de Sindicatos (CES) (3) , en el castillo de Val Duchesse en Bruselas. Entre 1985 y 1992 se celebraron diversas reuniones en las que los anteriores sujetos, como interlocutores sociales de ámbito europeo, adoptaron opiniones comunes sobre cuestiones como la formación profesional, la instrucción específica de los trabajadores, la movilidad profesional mediante la creación de un espacio europeo, el paso de la escuela a la vida laboral, etc.

De especial relevancia a los efectos jurídicos de los resultados del diálogo social europeo fue el que el 31 octubre del 1991 se firmara un acuerdo entre los interlocutores sociales, que se integró en el protocolo sobre la política social, anejo del Tratado de Maastricht y que, igualmente, se integró en el tratado de Ámsterdam. Este acuerdo conjunto pedía que se les consultara obligatoriamente con ocasión de la elaboración de legislación social y que, en todo caso, los interlocutores pudieran negociar acuerdos marco a escala comunitaria. Esta solicitud fue aceptada por todos los Estados miembros con la salvedad del Reino Unido, reconocimiento que se hizo en el acuerdo adjunto al Protocolo sobre Política Social de Masstricht. La incorporación del Acuerdo al Tratado Constitutivo de CE a raíz de la entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam dio la posibilidad de tener un marco único para el Dialogo Social en el ámbito de la Unión Europea Así se podía dotar de efectos jurídicos a los convenios firmados por los interlocutores sociales mediante una decisión del Consejo.

Los primeros resultados de este proceso fueron la adopción de acuerdos marco sobre el permiso parental (1995), el trabajo a tiempo parcial (1997) y el trabajo de duración determinada (1999), que fueron aplicados mediante directivas del Consejo. La mecánica es la siguiente: los interlocutores sociales deben ser consultados por la Comisión antes de que presente al Consejo una propuesta sobre políticas sociales; en el ámbito de las negociaciones entre los interlocutores sociales y en relación a una determinada materia sobre la que se les haya consultado, si llegaran a un acuerdo, la Comisión acogerá su texto y lo propondrá al Consejo para que se adopte una directiva.

Pues bien, tras la entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam, las disposiciones del Acuerdo sobre la política social anexo al Protocolo sobre la política social, a su vez el anexo al Tratado constitutivo de la Comunidad Europea modificado por el Tratado de Ámsterdam, se incorporaron a los arts. 136 a 139 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea. Y estos preceptos son los que ahora aparecen en el TFUE en los arts. 151 a 155.

El párrafo 1.º del art. 151 TFUE (136 TCE) establece que la Unión y los Estados miembros, teniendo presentes derechos sociales fundamentales como los que se indican en la Carta Social Europea, firmada en Turín el 18 de octubre de 1961, y en la Carta comunitaria de los derechos sociales fundamentales de los trabajadores, de 1989, tendrán como objetivo el fomento del empleo, la mejora de las condiciones de vida y de trabajo, a fin de conseguir su equiparación por la vía del progreso, una protección social adecuada, el diálogo social, el desarrollo de los recursos humanos para conseguir un nivel de empleo elevado y duradero y la lucha contra las exclusiones.

Tanto la mejora de las condiciones de empleo como el fomento del diálogo social son objetivos de la UE en el ámbito de sus competencias. Y en este sentido, el art. 152 TFUE dispone que «la Unión reconocerá y promoverá el papel de los interlocutores sociales en su ámbito, teniendo en cuenta la diversidad de los sistemas nacionales. Facilitará el diálogo entre ellos, dentro del respeto de su autonomía. La cumbre social tripartita para el crecimiento y el empleo contribuirá al diálogo social».

A los efectos que aquí interesan, son de especial relevancia los arts. 154 y 155 del TFUE (antiguos 128 y 129 del TCE):


«Art. 154 (antiguo art. 138 TCE).

1. La Comisión tendrá como cometido fomentar la consulta a los interlocutores sociales a nivel de la Unión y adoptar todas las disposiciones necesarias para facilitar su diálogo, velando por que ambas partes reciban un apoyo equilibrado.

2. A tal efecto, antes de presentar propuestas en el ámbito de la política social, la Comisión consultará a los interlocutores sociales sobre la posible orientación de una acción de la Unión.

3. Si, tras dicha consulta, la Comisión estimase conveniente una acción de la Unión, consultará a los interlocutores sociales sobre el contenido de la propuesta contemplada. Los interlocutores sociales remitirán a la Comisión un dictamen o, en su caso, una recomendación.

4. Con ocasión de las consultas contempladas en los apartados 2 y 3, los interlocutores sociales podrán informar a la Comisión sobre su voluntad de iniciar el proceso previsto en el art. 155. La duración de dicho proceso no podrá exceder de nueve meses, salvo si los interlocutores sociales afectados decidieran prolongarlo de común acuerdo con la Comisión».

«Art. 155 (antiguo art. 139 TCE).

1. El diálogo entre interlocutores sociales en el ámbito de la Unión podrá conducir, si éstos lo desean, al establecimiento de relaciones convencionales, acuerdos incluidos.

2. La aplicación de los acuerdos celebrados a nivel de la Unión se realizará, ya sea según los procedimientos y prácticas propios de los interlocutores sociales y de los Estados miembros, ya sea, en los ámbitos sujetos al art. 153, y a petición conjunta de las partes firmantes, sobre la base de una decisión del Consejo adoptada a propuesta de la Comisión. Se informará al Parlamento Europeo.

El Consejo decidirá por unanimidad cuando el acuerdo en cuestión contenga una o más disposiciones relativas a alguno de los ámbitos para los que se requiera la unanimidad en virtud del apartado 2 del art. 153».



2.  PROCEDIMIENTO DE ELABORACIÓN DE LA DIRECTIVA 1999/70/CE

En virtud de la Resolución del Consejo de 9 de febrero de 1999 relativa a las directrices para el empleo de 1999 se invitó a los interlocutores sociales, a todos los niveles apropiados, a negociar acuerdos para modernizar la organización del trabajo, incluidas las fórmulas flexibles de trabajo, con el fin de aumentar la productividad y la competitividad de las empresas y de alcanzar el equilibrio necesario entre flexibilidad y seguridad (apartado 6 de la introducción de la Directiva 1999/70). Por su parte, la Comisión, en atención al apartado 2 del art. 3.º del Acuerdo sobre la política social, consultó a los interlocutores sociales sobre la posible orientación de una acción comunitaria en materia de flexibilidad del tiempo de trabajo y seguridad de los trabajadores (apartado 7).

La Comisión, estimando tras dicha consulta que una acción comunitaria era deseable, consultó nuevamente a los interlocutores sociales sobre el contenido de la propuesta prevista, de conformidad con el apartado 3 del art. 3 de dicho Acuerdo (apartado 8).

Atendiendo a las anteriores consultas las organizaciones interprofesionales de carácter general, a saber, la UNICE, el CEEP y la CES, informaron a la Comisión, el 23 de marzo de 1998, de su voluntad de iniciar el proceso previsto en el art. 4 de dicho Acuerdo y posteriormente solicitaron de la Comisión, mediante carta conjunta, un plazo suplementario de tres meses. La Comisión accedió a dicha petición, ampliando el plazo de negociación hasta el 30 de marzo de 1999 (aparados 9 y 10).

El 18 de marzo de 1999 se celebró por las entidades citadas un Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración determinada y que transmitieron a la Comisión su petición conjunta de aplicar el mencionado Acuerdo Marco mediante una decisión del Consejo a propuesta de la Comisión, de conformidad con el apartado 2 del art. 4 del Acuerdo sobre la política social (apartado 10).

El acto adecuado para la aplicación de dicho Acuerdo Marco es una Directiva con arreglo al art. 249 del Tratado; por consiguiente, obligará a los Estados miembros en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejándoles, sin embargo, la elección de la forma y de los medios. Esta propuesta de Directiva se adopta por la Comisión de conformidad con su Comunicación de 14 de diciembre de 1993 relativa a la aplicación del Protocolo sobre la política social, y su Comunicación de 20 de mayo de 1998, relativa a la adaptación y fomento del diálogo social a escala comunitaria, teniendo en cuenta el carácter representativo de las partes contratantes, su mandato y la legalidad de cada cláusula del Acuerdo Marco; las partes signatarias poseen una representatividad acumulada suficiente. La Comisión informó al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social enviándoles el texto del Acuerdo Marco, acompañado de su propuesta de Directiva y de la exposición de motivos, de conformidad con su Comunicación relativa a la aplicación del Acuerdo sobre la política social; el Parlamento Europeo adoptó, el 6 de mayo de 1999, una resolución sobre el Acuerdo Marco de los interlocutores sociales (apartados 18 a 20).

La protección del trabajo atípico, es decir el trabajo temporal, no solo se lleva a cabo mediante la Directiva 1999/70/CE, debiendo también citarse la Directiva 97/81/CE, del Consejo, sobre el trabajo a tiempo parcial.

La peculiaridad de esta Directiva es que la regulación sobre la materia se contiene en un acuerdo elaborado por los interlocutores sociales, como se establece en el art. 1.º: la presente Directiva tiene por objeto aplicar el Acuerdo Marco sobre el trabajo con contrato de duración determinada, que figura en el anexo, celebrado el 18 de marzo de 1999 entre las organizaciones interprofesionales de carácter general (UNICE, CEEP y CES). En relación a este Acuerdo Marco el art. 2.º de la Directiva señala que los Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva a lo más tardar el 10 de julio de 2001 o se asegurarán de que, como máximo en dicha fecha, los interlocutores sociales hayan establecido las disposiciones necesarias mediante acuerdo, adoptando los Estados miembros todas las disposiciones necesarias para poder garantizar en todo momento los resultados fijados por la presente Directiva. Informarán inmediatamente de ello a la Comisión.

La Directiva y el Acuerdo Marco entraron en vigor el día de la publicación en el DOUE, que fue el 6 de agosto de 1999.

Los destinatarios de la Directiva son todos los Estados miembros.

3.  EL ACUERDO MARCO DE LA CES, LA UNICE Y EL CEEP SOBRE EL TRABAJO DE DURACIÓN DETERMINADA DE 18 DE MARZO DE 1999

La regulación contenida en este Acuerdo Marco tiene una premisa y dos objetivos fundamentales que se concretan en dos normas claramente diferenciadas e interrelacionadas.

La premisa se señala en el Preámbulo del Acuerdo al dejar constancia de que las partes del Acuerdo reconocen que «los contratos de duración indefinida son, y seguirán siendo, la forma más común de relación laboral entre empresarios y trabajadores. Y que los contratos de trabajo de duración determinada responden, en ciertas circunstancias, a las necesidades de los empresarios y de los trabajadores». Esta salvedad concretada en la expresión «en ciertas circunstancias» hace de la contratación por tiempo determinado una excepción que se anuda a una sospecha, incluida en la Consideración general 7.ª del Acuerdo que afirma que «la utilización de contratos de trabajo de duración determinada basados en razones objetivas es una forma de evitar abusos». Sospecha sobre el contrato temporal cuya mera existencia deberá estar justificada por razones objetivas criterio este que se examinará con detalle en lo que se refiere al trabajo temporal en el empleo público.

Los objetivos fundamentales vienen recogidos en la cláusula 1.ª: a) mejorar la calidad del trabajo de duración determinada garantizando el respeto al principio de no discriminación; b) establecer un marco para evitar los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada.

No se trata pues de establecer los criterios para alcanzar una regulación homogénea de la contratación de duración determinada en todos los Estados miembros de la UE. Puede dar lugar a cierto error que en el Preámbulo del Acuerdo Marco se afirme que el mismo «establece los principios generales y los requisitos mínimos relativos al trabajo de duración determinada». Tal finalidad no coincide con la concreción de los dos objetivos que se incluyen en la cláusula 1.ª. La regulación de la contratación de duración determinada solo se va a examinar y regular desde dos puntos de vista. Por un lado, la prohibición de trato desfavorable del trabajo temporal en comparación con el trabajo indefinido o estable. Por el otro, la prevención y sanción del abuso en la contratación temporal sucesiva. Como se verá al examinar el ámbito de aplicación del Acuerdo Marco, este no se va a aplicar a los abusos en la contratación temporal si solo se trata de un solo contrato o del primero. Tampoco tendrá en cuenta la existencia de diferencias de trato entre contratos y relaciones de duración determinada. No se va a exigir una regulación general de la contratación temporal determinando la forma y manera en que se deben concertar estos contratos, salvedad hecha de si se aprecia alguna discriminación respecto a la contratación indefinida. Del mismo modo, tampoco es objeto del Acuerdo la forma en que se conciertan los contratos indefinidos como consecuencia de la conversión de contratos temporales.

En el presente trabajo se hace un examen detallado de las cláusulas 4.ª y 5.ª del Acuerdo Marco.

La cláusula 2.ª concreta el ámbito de aplicación estableciendo que:


«1. El presente Acuerdo se aplica a los trabajadores con un trabajo de duración determinada cuyo contrato o relación laboral esté definido por la legislación, los convenios colectivos o las prácticas vigentes en cada Estado miembro.

2. Los Estados miembros, previa consulta con los interlocutores sociales, y/o los interlocutores sociales, podrán prever que el presente Acuerdo no se aplique a:


	
a)  las relaciones de formación profesional inicial y de aprendizaje; 

	
b)  Los contratos o las relaciones de trabajo concluidas en el marco de un programa específico de formación, inserción y reconversión profesionales, de naturaleza pública o sostenido por los poderes públicos»».





Luego se verá con detalle como en el ámbito del Acuerdo Marco se encuentran las relaciones temporales de empleo público cualquiera que sea su naturaleza, siempre que se cumplan las exigencias del apartado 1.º. Precisamente, la expresa referencia en la letra b) del apartado 2.º a la posibilidad de excluir de la aplicación del Acuerdo los contratos celebrados en el seno de programas de formación, inserción y reconversión profesional «sostenidos por los poderes públicos», ha confirmado la interpretación dada. En definitiva, por lo que aquí interesa, la Directiva y el Acuerdo Marco se aplican a todas las relaciones de trabajo temporal o de duración determinada que se concierten por la Administración pública ya estén reguladas por el Derecho Laboral o por el Administrativo.

La cláusula 3.ª contiene las definiciones de «trabajador con contrato de duración determinada» y «trabajador con contrato de duración indefinida comparable» a los efectos del propio Acuerdo Marco.

• Trabajador con contrato de duración determinada.– El trabajador con un contrato de trabajo o una relación laboral concertados directamente entre un empresario y un trabajador, en los que el final del contrato de trabajo o de la relación laboral viene determinado por condiciones objetivas tales como una fecha concreta, la realización de una obra o servicio determinado o la producción de un hecho o acontecimiento determinado; 

• Trabajador con contrato de duración indefinida comparable.– Un trabajador con un contrato o relación laboral de duración indefinida, en el mismo centro de trabajo, que realice un trabajo u ocupación idéntico o similar, teniendo en cuenta su cualificación y las tareas que desempeña. En caso de que no exista ningún trabajador fijo comparable en el mismo centro de trabajo, la comparación se efectuará haciendo referencia al convenio colectivo aplicable o, en caso de no existir ningún convenio colectivo aplicable, y de conformidad con la legislación, a los convenios colectivos o prácticas nacionales.

El TJUE dedicará mucho espacio de sus resoluciones a aclarar ambas expresiones que no dejarán de dar lugar al planteamiento de cuestiones prejudiciales que solicitan su interpretación y aclaración para poder ser aplicadas a los diversos supuestos del Derecho interno.

Las tres últimas cláusulas del Acuerdo Marco tratan de lo siguiente:


«Información y oportunidades de empleo (cláusula 6)

1. Los empresarios informarán a los trabajadores con contrato de duración determinada de los puestos vacantes en la empresa o el centro de trabajo, para garantizarles que tengan las mismas oportunidades de acceder a puestos permanentes que los demás trabajadores. Esta información podrá facilitarse mediante un anuncio público en un lugar adecuado de la empresa o centro de trabajo.

2. En la medida de lo posible, los empresarios deberán facilitar el acceso de los trabajadores con contrato de duración determinada a las oportunidades de formación adecuadas para mejorar su cualificación profesional, el desarrollo de su carrera laboral y su movilidad profesional.

Esta cláusula se incorporó al Derecho español mediante la modificación del Estatuto de los Trabajadores realizada por el art. 10 de la Ley 12/2001, de 9 de julio, de medidas urgentes de reforma del mercado de trabajo para el incremento del empleo y la mejora de su calidad que da redacción al apartado 7 del art. 15 del ET:

7. El empresario deberá informar a los trabajadores de la empresa con contratos de duración determinada o temporales, incluidos los contratos formativos, sobre la existencia de puestos de trabajo vacantes, a fin de garantizarles las mismas oportunidades de acceder a puestos permanentes que los demás trabajadores. Esta información podrá facilitarse mediante un anuncio público en un lugar adecuado de la empresa o centro de trabajo, o mediante otros medios previstos en la negociación colectiva, que aseguren la transmisión de la información.

Los convenios podrán establecer criterios objetivos y compromisos de conversión de los contratos de duración determinada o temporales en indefinidos».

«Información y consulta (cláusula 7)

1. Los trabajadores con contrato de duración determinada serán tenidos en cuenta para calcular el límite a partir del cual pueden constituirse en las empresas, conforme a las disposiciones nacionales, los órganos de representación de los trabajadores previstos en la legislación nacional y comunitaria.

2. Las disposiciones de aplicación de la presente cláusula serán definidas por los Estados miembros, previa consulta con los interlocutores sociales, y/o los interlocutores sociales, según las legislaciones, los convenios colectivos y las prácticas nacionales, y teniendo en cuenta lo dispuesto en la cláusula 4.1.

3. En la medida de lo posible, los empresarios deberán procurar facilitar la información adecuada a los órganos de representación de los trabajadores existentes sobre el trabajo de duración determinada en la empresa».

«Disposiciones para la puesta en práctica (cláusula 8)

1. Los Estados miembros y/o los interlocutores sociales podrán mantener o introducir disposiciones más favorables para los trabajadores que las previstas en el presente Acuerdo.

2. El presente Acuerdo se aplicará sin perjuicio de otras disposiciones comunitarias más específicas y, en particular, de las disposiciones comunitarias relativas a la igualdad de trato y de oportunidades entre hombres y mujeres.

3. La aplicación de las disposiciones del presente Acuerdo no podrá constituir una justificación válida para la reducción del nivel general de protección de los trabajadores en el ámbito cubierto por el presente Acuerdo.

4. El presente Acuerdo no limita el derecho de los interlocutores sociales a celebrar convenios, al nivel apropiado, incluido el nivel europeo, que adapten o complementen sus disposiciones de manera que tengan en cuenta las necesidades específicas de los interlocutores sociales afectados.

5. La prevención y la resolución de los litigios y quejas que origine la aplicación del presente Acuerdo se resolverán de conformidad con la legislación, los convenios colectivos y las prácticas nacionales.

6. Las partes signatarias reexaminarán la aplicación del presente Acuerdo cinco años después de la fecha de la decisión del Consejo, si así lo solicita una de las partes del presente Acuerdo».



4.  OBJETIVOS DE LA DIRECTIVA 1999/70/CE Y EL ACUERDO MARCO DE LA CES, LA UNICE Y EL CEEP SOBRE EL TRABAJO DE DURACIÓN DETERMINADA DE 18 DE MARZO DE 1999

Se ha señalado que son dos los objetivos:


	
a)  mejorar la calidad del trabajo de duración determinada garantizando el respeto al principio de no discriminación.

	
b)  establecer un marco para evitar los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada.



Como se afirma en el Preámbulo el Acuerdo Marco «ilustra la voluntad de los interlocutores sociales de establecer un marco general para garantizar la igualdad de trato a los trabajadores con un contrato de duración determinada, protegiéndolos contra la discriminación, y con el fin de utilizar contratos laborales de duración determinada sobre una base aceptable para los empresarios y los trabajadores». A estos dos objetivos es a los que se dedican las cláusulas 4.ª y 5.ª que han sido interpretadas por el TJUE reiteradamente.

Por lo que se refiere a la cláusula 4.ª, esta puede considerarse como una prohibición de discriminación más, englobable en la exigencia genérica de que no se traten de manera diferente situaciones comparables y que no se traten de manera idéntica situaciones diferentes, a no ser que dicho trato esté objetivamente justificado (4) . Es claro que la cláusula 4.ª, apartado 1, del Acuerdo Marco incluye una prohibición de tratar, por lo que respecta a las condiciones de trabajo, a los trabajadores con un contrato de duración determinada de modo menos favorable que a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de duración determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas. Y el apartado 4 de dicha cláusula enuncia la misma prohibición por lo que respecta a los criterios de antigüedad relativos a determinadas condiciones de trabajo (véase apartado 64 de STJUE de 8-9-2011, Rosado Santana, C-177/2010).

Pero esta prohibición de discriminación debe entenderse que pretende además y según la cláusula 1.ª, letra a), del Acuerdo Marco, mejorar la calidad del trabajo de duración determinada garantizando el respeto al citado principio. El TJUE considera que habida cuenta de los objetivos que persigue el Acuerdo Marco, la cláusula 4 del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que expresa un principio de Derecho social de la Unión que no puede ser interpretado de manera restrictiva (5) . También se ha dicho por el TJUE que este principio de no discriminación a los trabajadores con un contrato de duración determinada tiene como finalidad evitar que una relación laboral de esta naturaleza «sea utilizada por un empleador para privar a dichos trabajadores de derechos reconocidos a los trabajadores con contrato de duración indefinida» (6)  (apartado 41 de STJUE de 9-7-2015, Regojo, C-177/2014 [LA LEY 89023/2015]).

En lo que se refiere a la cláusula 5.ª en la STJUE de 26-1-2012, Bianca Kücük, C-586/2010, se afirma que: «Hay que recordar que la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco tiene por objeto alcanzar uno de los objetivos perseguidos por este Acuerdo, en concreto, imponer límites a la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada, considerada fuente potencial de abusos en perjuicio de los trabajadores, estableciendo un cierto número de disposiciones protectoras mínimas con objeto de evitar la precarización de la situación de los asalariados (…)» (apartado 25) (7) . Y este objetivo del Acuerdo Marco, y de la Directiva por lo tanto, impone a los Estados miembros, a efectos de prevenir los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada, la obligación de adoptar una o varias de las medidas que enumera cuando su Derecho interno no contemple medidas legales equivalentes. Las tres medidas enumeradas en el punto 1, letras a) a c) de dicha cláusula, se refieren, respectivamente, a las razones objetivas que justifiquen la renovación de tales contratos o relaciones laborales, a la duración máxima total de los sucesivos contratos de trabajo o relaciones laborales de duración determinada y al número de sus renovaciones.

Estos criterios interpretativos son empleados por el TJUE reiteradamente para motivar sus decisiones y tienen una doble virtualidad. Por un lado van a presidir siempre el enjuiciamiento que se haga del Derecho interno, en la medida en que así se pida por los órganos remitentes, en contraste con la Directiva y el Acuerdo Marco. Aunque, como repite el TJUE, no le corresponde a él declarar la eventual infracción del Acuerdo Marco por normas del Derecho interno, sí que dará su opinión si la información facilitada en el reenvío así se lo permite, siempre condicionada a la última opinión del órgano remitente. Por otro lado, estos principios deben ser efectivamente respetados y garantizados de modo que, no serán acordes al Acuerdo Marco situaciones que amparadas en una normativa respetuosa con el Acuerdo Marco, sin embargo lo infrinjan en la realidad. Cuestión esta última que también es competencia del órgano remitente, sin perjuicio de las instrucciones y orientaciones que haga el TJUE.

5.  TRASPOSICIÓN DE LA DIRECTIVA Y EL ACUERDO MARCO. FORMA DE TRASPOSICIÓN

5.1.  Trasposición expresa. Ley 12/2001, de 9 de julio

La trasposición de la Directiva y el Acuerdo Marco al Derecho español se llevó a cabo expresamente por la Ley 12/2001, de 9 de julio, de medidas urgentes de reforma del mercado de trabajo para el incremento del empleo y la mejora de su calidad. Mediante esta Ley se dio nueva redacción al art. 15 del Estatuto de los Trabajadores, como se detalla más adelante. Esta regulación se modificó luego por la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo en la que se dio redacción a la Disposición adicional 15 del Estatuto de los Trabajadores. La redacción de estas normas es la misma que contiene el vigente Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

La Ley 12/2001 es la única trasposición que el legislador español asume expresamente y se refiere a las relaciones de trabajo reguladas por el Derecho laboral en exclusiva. Queda al margen todo el empleo público regulado por el Derecho administrativo. Esto supone que la regulación de la Directiva y el Acuerdo Marco, en tanto que no ha sido traspuesta en plazo, será de aplicación de forma directa a las relaciones de empleo público laborales y administrativas, siempre que se cumplan ciertas condiciones, como luego se verá. Puesto que el Estado (incumplidor de la trasposición) es a la vez el empleador será perfectamente admisible la invocación del Acuerdo Marco para su aplicación directa antes los tribunales españoles. En todo caso, el principio de interpretación conforme impondrá al intérprete realizar todo lo que esté en su mano para que los objetivos de la Directiva no se vean frustrados por la normativa interna y la actuación de la Administración.

Los trabajadores con relación laboral en empresas privadas solo pueden solicitar la aplicación de la Directiva y el Acuerdo Marco a través de la normativa interna, sin que puedan invocar la Directiva frente a las empresas, al no estar permitida la aplicación directa vertical de las Directivas no traspuestas, sin perjuicio de las exigencias del principio aludido de la interpretación conforme.

La Ley 12/2001, de 9 de julio no es la única forma de llevar a cabo la trasposición pues el TJUE permite que, además de una trasposición «expresa», se produzcan otras aun sin hacer mención alguna a esta circunstancia.

Según la exposición de motivos de la citada Ley, «se procede, además, a incorporar al ordenamiento interno el contenido de las recientes Directivas europeas 98/50/CE, del Consejo, de 29 de junio, por la que se modifica la Directiva 77/187/CEE, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de traspaso de empresas, de centros de actividad o de partes de centros de actividad, y 1999/70/CE, del Consejo, de 29 de junio, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada». Con esta advertencia parece cumplirse lo previsto en el art. 2.º último párrafo, de la Directiva que establece que «cuando los Estados miembros adopten las disposiciones contempladas en el apartado 1, éstas harán referencia a la presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los Estados miembros establecerán las modalidades de la mencionada referencia».

Por lo que se refiere a la trasposición de la Directiva 1999/70/CE se llevó a cabo en el art. 10, que modificaba el art. 15 del ET al que se incorporaron cuatro nuevos apartados, con los números 5, 6, 7 y 8.

Con posterioridad, la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo, dio nueva redacción al art. 15 en los apartados 1.º y 5.º.

De especial relevancia para el empleo público y, por tanto para este trabajo, es la Disposición adicional decimoquinta del ET, redactada por el apartado seis del art. 1 de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo que regula la aplicación de los límites de duración del contrato por obra o servicio determinados y al encadenamiento de contratos en las Administraciones públicas. Esta disposición establece lo siguiente:


«1. Lo dispuesto en el art. 15.1.a) en materia de duración máxima del contrato por obra o servicio determinados y en el art. 15.5 sobre límites al encadenamiento de contratos de esta Ley surtirá efectos en el ámbito de las Administraciones públicas y sus organismos públicos vinculados o dependientes, sin perjuicio de la aplicación de los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad en el acceso al empleo público, por lo que no será obstáculo para la obligación de proceder a la cobertura de los puestos de trabajo de que se trate a través de los procedimientos ordinarios, de acuerdo con lo establecido en la normativa aplicable.

En cumplimiento de esta previsión, el trabajador continuará desempeñando el puesto que venía ocupando hasta que se proceda a su cobertura por los procedimientos antes indicados, momento en el que se producirá la extinción de la relación laboral, salvo que el mencionado trabajador acceda a empleo público, superando el correspondiente proceso selectivo.

2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, lo dispuesto en el art. 15.1.a) en materia de duración máxima del contrato por obra o servicio determinados no será de aplicación a los contratos celebrados por las Administraciones Públicas y sus organismos públicos vinculados o dependientes, ni a las modalidades particulares de contrato de trabajo contempladas en la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades o en cualesquiera otras normas con rango de ley cuando estén vinculados a un proyecto específico de investigación o de inversión de duración superior a tres años.

3. Para la aplicación del límite al encadenamiento de contratos previsto en el art. 15.5, sólo se tendrán en cuenta los contratos celebrados en el ámbito de cada una de las Administraciones Públicas sin que formen parte de ellas, a estos efectos, los organismos públicos, agencias y demás entidades de derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de las mismas. En todo caso, lo dispuesto en dicho art. 15.5 no será de aplicación respecto de las modalidades particulares de contrato de trabajo contempladas en la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades o en cualesquiera otras normas con rango de ley».



La redacción vigente, que coincide con la reseñada, es la del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

5.2.  Trasposición de la Directiva 1999/70/CE y Acuerdo Marco. Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. El reconocimiento del derecho del personal interino a percibir trienios

Es importante que los Estados al llevar a cabo la recepción o trasposición de la Directiva en el Derecho interno hagan expresa mención a que la norma se dicta por ese motivo, tal y como indica el párrafo tercero del art. 2 de la Directiva 1999/70/CE.

Sin embargo, el no hacerlo no va a suponer inconveniente alguno, aunque el Estado puede verse denunciado y condenado en atención a tal incumplimiento, pues la disposición de la Directiva es clara.

En relación al reconocimiento al personal interino español del derecho a percibir la retribución correspondiente a los trienios, como lo tienen los funcionarios de carrera, mediante, el mismo se hizo por el art. 25 del EBEP. Pero no se hacía constar que tal disposición se había aprobado en cumplimiento de la obligación establecida por la Directiva 1999/79/CE. Cumplimiento que habría sido tardío, ya que la fecha límite prevista en el artículo de la Directiva era 10 de julio de 2001 y el EBEP se aprobó en abril de 2007.

Sobre esta cuestión se pronuncia la STJUE de 22-12-2010, Gavieiro Gavieiro-Iglesias Torre, dando respuesta a la segunda pregunta en el asunto C-456/09.

El órgano jurisdiccional remitente pregunta si la mera circunstancia de que una norma nacional como el art. 25, apartado 2, de la LEBEP [LA LEY 3631/2007], no contenga ninguna referencia a la Directiva 1999/70 excluye que dicha norma pueda considerarse una transposición al Derecho interno de dicha Directiva.

En las alegaciones efectuadas en el procedimiento prejudicial por la Conselleria, el Gobierno español y la Comisión alegan, contrariamente a lo que afirma la Sra. Iglesias Torres, que cabe considerar el art. 25, apartado 2, de la LEBEP [LA LEY 3631/2007] una norma nacional de transposición de la Directiva 1999/70 al Derecho interno, aunque en su exposición de motivos no haga referencia a ésta ni a ninguna otra norma de la Unión.

El TJUE manifiesta que «es preciso recordar que el art. 2, párrafo tercero, de la Directiva 1999/70 establece que, cuando los Estados miembros adopten las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas contempladas en el apartado 1, éstas harán referencia a la presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial». Así como que cuando una directiva prevé expresamente que «las disposiciones de adaptación del Derecho interno a la citada directiva hagan referencia a esta última o vayan acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial, es necesario adoptar un acto positivo de adaptación del Derecho interno» (véanse las sentencias de 18 de diciembre de 1997, Comisión/España, C-361/95, Rec. p. I-7351, apartado 15, y de 29 de octubre de 2009, Comisión/Polonia, C-551/08, apartado 23). Ante el incumplimiento de esta obligación los Estados miembros pueden ser condenados por haber incumplido las obligaciones que les incumben en virtud del art. 2, párrafo tercero, de la Directiva 1999/70, mediante un recurso por incumplimiento interpuesto con arreglo al art. 258 TFUE. Pero de ello no se deduce necesariamente, como alegó acertadamente la Comisión, que una medida nacional que no hace referencia en su exposición de motivos a la directiva de que se trate no pueda considerarse una medida válida de transposición de ésta al Derecho interno (apartados 61 a 63).

El TJUE insiste en señalar que incumbe a los Estados miembros no sólo adaptar formalmente su ordenamiento jurídico a las directivas de la Unión, sino también asegurarse de que las obligaciones que le corresponden en virtud de estas directivas se respetan plenamente y en todo momento. Por ello no se puede excluir que un Estado miembro que en un primer momento ha buscado transponer una directiva y dar cumplimiento a sus obligaciones en virtud del Derecho de la Unión se percate, en particular como consecuencia de recursos interpuestos ante los tribunales nacionales o de un recurso interpuesto por la Comisión con arreglo al art. 258 TFUE de que las disposiciones de su Derecho interno no han transpuesto correcta o completamente adaptadas el Derecho de la Unión, y, en esas circunstancias, deben modificarse (apartado 64).

En relación con el art. 25 del EBEP el TJUE declara conocer que la redacción de este precepto se llevó a cabo a consecuencia de la sentencia en el asunto Del Cerro Alonso, sentencia en la que se declaraba contrario al Acuerdo Marco el hecho de que la normativa interna española reguladora del personal estatutario eventual no reconociera a este personal el devengo de los trienios. Es por ello y en respuesta al gran número de demandas que se interpusieron por lo que se aprobó tal regulación:


«65. En el caso de autos, consta que la modificación de la normativa nacional introducida por la LEBEP 3631/2007] se llevó a cabo porque el asunto que había dado lugar a la sentencia Del Cerro Alonso, antes citada, relativa a los mismos trienios que en el litigio principal, puso de manifiesto la diferencia de trato, en cuanto al derecho al pago de dicho complemento, entre el personal estatutario y el personal interino al servicio de una entidad perteneciente a la Administración Pública de una Comunidad Autónoma española.

66. Si bien corresponde al juez nacional, que es el único competente para interpretar el Derecho nacional, comprobar en el caso de autos si, habida cuenta del tenor del art. 25, apartado 2, de la LEBEP [LA LEY 3631/2007], del objetivo que persigue y de las circunstancias de su adopción, esta disposición constituye una medida de transposición de la Directiva 1999/70 al Derecho interno, el mero hecho de que no contenga ninguna referencia a esta Directiva no excluye que pueda considerarse como tal.

67. En estas circunstancias, procede responder a la segunda cuestión planteada en el asunto C-456/09 que la mera circunstancia de que una disposición nacional, como el art. 25, apartado 2, de la LEBEP [LA LEY 3631/2007], no contenga ninguna referencia a la Directiva 1999/70 no excluye que dicha disposición pueda ser considerada una medida nacional de transposición de esta Directiva al Derecho interno».



5.3.  Trasposición de la Directiva en relación al abuso en la contratación laboral de duración determinada. Las medidas legales equivalentes

La Directiva 1999/70/CE establece en la cláusula 5.ª las medidas destinadas a evitar la utilización abusiva. En concreto dispone que: «1. A efectos de prevenir los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada los Estados miembros, previa consulta con los interlocutores sociales y conforme a la legislación, los acuerdos colectivos y las prácticas nacionales, y/o los interlocutores sociales, cuando no existan medidas legales equivalentes para prevenir los abusos, introducirán de forma que se tengan en cuenta las necesidades de los distintos sectores y/o categorías de trabajadores, una o varias de las siguientes medidas: a) razones objetivas que justifiquen la renovación de tales contratos o relaciones laborales; b) La duración máxima total de los sucesivos contratos de trabajo o relaciones laborales de duración determinada; c) el número de renovaciones de tales contratos o relaciones laborales».

Del apartado 1.º de esta cláusula podría entenderse que los Estados a la hora de trasponer la Directiva solo estarían facultados en el caso de que no existieran en el Derecho interno correspondiente «medidas legales equivalentes». De este modo, si ya existieran las mismas no solo no habría obligación de trasposición sino que ni siquiera existiría la facultad del Estado en la adopción de medida alguna.

La cuestión se resolvió en la STJUE de 23-04-2009, Angelidaky, y otros C-378/2007 a C-380/2007 [LA LEY 34571/2009]. Por lo que aquí interesa, una de las preguntas que se planteaba en el reenvío prejudicial se refería al supuesto de que ya existieran en el Derecho interno medidas legales dirigidas a evitar el abuso en la contratación laboral de duración determinada y que se consideraran equivalentes a las propuestas en la Directiva en la cláusula 5.ª. En este caso los interesados en los litigios originales entendían que el Estado no estaba facultado ha trasponer la Directiva, por cuanto los fines de la misma ya estaban amparados por el Derecho nacional. Sin embargo, las normas de Derecho interno que el Estado Griego había dictado en trasposición de la Directiva 1999/70/CE venían a limitar o reducir el ámbito de protección que la legislación citada antes otorgaba a los trabajadores. El órgano de reenvío se plantea si este proceder del Estado al trasponer la Directiva es acorde o no al Derecho Comunitario. En concreto se pregunta lo siguiente:


«1. ¿Deben interpretarse las cláusulas 5 y 8, apartados 1 y 3, del (Acuerdo Marco), que forma parte integrante de la (Directiva 1999/70), en el sentido de que (para la aplicación de dicho Acuerdo Marco) el Derecho comunitario no permite al Estado miembro adoptar medidas:


	
a)  cuando en el ordenamiento jurídico nacional ya existían antes de la entrada en vigor de dicha Directiva medidas legales equivalentes, en el sentido de la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco (8) , y

	
b)  Cuando con las medidas adoptadas en ejecución del Acuerdo Marco se reduce el nivel general de protección de los trabajadores con trabajo de duración determinada en el ordenamiento jurídico nacional?»





Lo primero que debe resolverse es lo que ha de entenderse por «medidas legales equivalentes» en los términos de Acuerdo Marco. Partiendo de la base de que el concepto de «medida legal equivalente» en el sentido de la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco es un concepto de Derecho comunitario, debe, por tanto, ser objeto de una interpretación uniforme en todos los Estados miembros.

Como señala la sentencia, el tenor de dichos principios y prescripciones no puede variar dependiendo de su Derecho nacional puesto que, según el décimo cuarto considerando de dicha Directiva y el Preámbulo de dicho Acuerdo Marco, éste tiene por objeto establecer, a nivel comunitario, un marco general para la utilización de los contratos de trabajo de duración determinada. Por ello, y dado que el Acuerdo Marco no define el concepto de «medida legal equivalente», la sentencia señala que la cláusula 5, apartado 1, de dicho Acuerdo tiene por objeto «alcanzar uno de los objetivos perseguidos por este Acuerdo, en concreto, imponer límites a la utilización sucesiva de contratos o relaciones de trabajo de duración determinada, considerada fuente potencial de abusos en perjuicio de los trabajadores, estableciendo un cierto número de disposiciones protectoras mínimas con objeto de evitar la precarización de la situación de los asalariados» (véanse la sentencia Adeneler y otros, antes citada, apartado 63, y el auto Vassilakis y otros, antes citado, apartado 84).

Y así, los Estados miembros, tienen la obligación de adoptar una o varias de las medidas que enumera cuando su Derecho interno no contemple «medidas legales equivalentes», destinadas a prevenir tales abusos. Estas medidas son enumeradas en el párrafo 1, letras a) a c) de dicha cláusula y, como ya se ha expuesto, se refieren a las razones objetivas que justifiquen la renovación de tales contratos o relaciones laborales, a la duración máxima total de los sucesivos contratos de trabajo o relaciones laborales de duración determinada y al número de sus renovaciones.

Pues bien, al referirse a medidas legales equivalentes, el Acuerdo Marco se refiere a «cualquier medidas de Derecho interno que, al igual que las medidas indicadas en dicha cláusula, tenga por objeto prevenir con efectividad la utilización abusiva de contratos de trabajo de duración determinada sucesivos» (en este sentido, véanse la sentencia Adeneler y otros, apartado 65). Y es indiferente a los efectos de que se consideren medidas equivalente estas medidas el hecho de que haya sido así admitido por el legislador: solo será preciso que cumplan con la finalidad de la Directiva: «En efecto, siempre que este artículo también contribuya, eventualmente junto con otras disposiciones de Derecho interno, a prevenir eficazmente la utilización abusiva de contratos de trabajo de duración determinadas sucesivos, debe ser considerado equivalente a las medidas enumeradas en la cláusula 5, apartado 1, letras a) a c), del Acuerdo Marco». El TJUE, en el asunto Angelidaky, se remite al órgano remitente para el examen y decisión sobre si el Derecho interno, (que permite transformar, en el sector público un contrato de trabajo de duración determinada en contrato por tiempo indefinido cuando atiende, en realidad, necesidades permanentes y duraderas del empleador) puede contribuir eficazmente a prevenir los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada. En el supuesto de que dicho tribunal llegara a la conclusión de que esta disposición produce tal efecto, la citada disposición debería ser considerada una «medida legal equivalente» en el sentido de la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco, (apartado 78).

Medidas legales equivalentes en los términos de la Directiva serán todas aquellas que cumplan con la finalidad de la Directiva en lo que respecta a evitar el abuso en la contratación laboral de duración determinada, se hayan incluido o no en disposiciones legales expresamente aprobadas en la trasposición de la Directiva. La conversión de los contratos laborales temporales en fraude de ley en indefinidos, en el ámbito de la Administración pública, cumple con los fines de la Directiva y, por lo tanto, debe entenderse como una medida legal equivalente (9) . Lo que se examina a continuación es si tal medida legal ya existente en el Derecho interno determina la imposibilidad de que se aprueben otras normas en trasposición de la Directiva.

Como todas las Directivas, este tipo de normas comunitarias imponen a los Estados concernidos una obligación de alcanzar mediante la trasposición al Derecho interno los objetivos señalados por la Directiva y todo ello con un límite temporal igualmente expreso en la propia Directiva. La obligación de alcanzar determinados objetivos no implica una exigencias en cuanto a los medios, sino que estos se dejan a criterios de los Estados, se les permite moverse en un determinado ámbito de discrecionalidad, de un margen de apreciación para alcanzar los objetivos (10) , aunque en todo caso, con la condición de garantizar el resultado exigido por el Derecho comunitario, tal como se deduce, no sólo del art. 249 CE, párrafo tercero, sino también del art. 2, párrafo primero, de la Directiva 1999/70, todo ello interpretado a la luz del decimoséptimo considerando de ésta (11) .

La doctrina del TJUE al respecto es conocida, al establecer que corresponde a los Estados miembros la facultad, que le confiere la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco, de decidir si, para garantizar la prevención efectiva de la utilización abusiva de sucesivos contratos o relaciones de trabajo de duración determinada, recurren a una o varias de las medidas enunciadas en esta cláusula o incluso a medidas legales existentes equivalentes, y ello teniendo en cuenta las necesidades de los distintos sectores y/o categorías de trabajadores. Y la sentencia viene a concluir en que la Directiva obliga a la adopción de alguna de las medidas que se indican en la cláusula 5.ª del Acuerdo Marco, pero que la existencia ya de alguna medida equivalente, en los términos en que se ha señalado antes, no impide en modo alguno que el Estado pueda adoptar otras, que serán complementarias a las ya existentes, y que mejoren o detallen la regulación vigente a la fecha de la trasposición. Como se señala en el apartado 82 de la sentencia: «Por tanto, aunque, a falta de una media legal equivalente en su Derecho interno, un Estado miembro debe necesariamente adoptar una o varias de las medidas indicadas en la cláusula 5, apartado 1, las letras a) a c) del Acuerdo Marco para alcanzar este objetivo, con el fin de adaptar correctamente su Derecho interno a la Directiva 1999/70 (en este sentido, véanse las sentencias, antes citadas, Adeneler y otros, apartado 65 (12) , e Impact, apartados 69 y 70, y el auto Vassilakis y otros, antes citado, apartado 80), la existencia de tal medida legal equivalente no puede privar a este Estado, so pena de impedir la evolución de la normativa nacional existente, de la posibilidad de adoptar además una o varias de las medidas enumeradas en dicha cláusula 5, apartado 1, letras a) a c), en particular (…), para modificar o completar la protección que ofrece dicha medida legal equivalente».

Ahora bien, esta facultad de los Estados de adoptar medidas en trasposición de la Directiva cuando ya existe algún tipo de instrumento en defensa de los fines previstos en la norma comunitaria no es ilimitada. El margen de maniobra que la Directiva confiere no podrá en ningún caso llegar hasta el punto de poner en peligro el objetivo o el efecto útil del Acuerdo Marco, algo obvio, por otro lado. En la sentencia Adeneler y otros se expone ya con claridad esta doctrina en el apartado 82: «Aunque esta decisión de remitir a las autoridades nacionales la determinación de las modalidades concretas de aplicación de los términos "sucesivos" y "por tiempo indefinido", a efectos del Acuerdo Marco, se explica por el afán de preservar la diversidad de las normativas nacionales en esta materia, procede no obstante recordar que el margen de apreciación así atribuido a los Estados miembros no es ilimitado, ya que en ningún caso puede llegar hasta el punto de poner en peligro el objetivo o el efecto útil del Acuerdo Marco. En particular, las autoridades nacionales no deben ejercitar esta facultad de apreciación de tal modo que se llegue a una situación que pueda dar lugar a abusos, lo que sería contrario al mencionado objetivo».

Se concluye que la adopción de una normativa nacional de adaptación no pude tener por consecuencia el menoscabo de la efectividad de dicha prevención tal como se desprendía anteriormente de una «medida legal equivalente» en el sentido de dicha cláusula 5, apartado 1. El menoscabo que debe evitarse implica también tener en cuenta que la situación jurídica que surge tras la adopción de las medidas de trasposición y la persistencia de las ya existentes en el Derecho nacional «sea suficientemente precisa y clara, de manera que los particulares puedan conocer la totalidad de sus derechos y, en su caso, puedan hacerlos valer ante los tribunales nacionales» (apartado 84). Se entenderá contrario a la Directiva y al Derecho de la Unión Europea el hecho de que, tras la trasposición, se produjera una situación de confusión e inseguridad jurídica que dificultara el cumplimiento de los objetivos de la Directiva que en última instancia tienen la efectividad que se produzca de la alegación por los particulares y su aplicación por los órganos competentes del Estado.

Otro límite que deberá tenerse en cuenta en el procedimiento de adaptación del Derecho interno a los fines de la Directiva es el que se deriva del respeto del Derecho comunitario en el que destaca la relevancia de los principios generales del Derecho y las demás disposiciones del Acuerdo Marco. Se sigue el criterio ya sentado en la STJUE de 22-11-2005, Werner Mangold/Rüdiger Helm, C-144/2004 [LA LEY 228208/2005] (13) , que afirma este respecto, del propio tenor de la cláusula 8, apartado 3, del Acuerdo Marco resulta que la aplicación de las disposiciones del Acuerdo Marco no puede constituir una justificación válida para la reducción del nivel general de protección de los trabajadores garantizada en el ordenamiento jurídico interno en el ámbito cubierto por dicho Acuerdo, todo ello en atención de la cláusula 8.ª apartado 3 del mismo Acuerdo que establece que dispone que «la aplicación de las disposiciones del presente Acuerdo no podrá constituir una justificación válida para la reducción del nivel general de protección de los trabajadores en el ámbito cubierto por el presente Acuerdo» (apartado 51). Obviamente, una reducción del nivel de protección garantizado a los trabajadores en el ámbito de los contratos de duración determinada no está prohibida, como tal, por el Acuerdo Marco cuando no guarda ninguna relación con la aplicación de éste. La apreciación sobre si las medidas adoptadas en virtud de la Directiva suponen una reducción de la protección ya existente en el Derecho interno se remite al órgano nacional remitente

6.  ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA DIRECTIVA. LA APLICACIÓN AL EMPLEO PÚBLICO. EFECTO VERTICAL DE LA DIRECTIVA 1999/70/CE

6.1.  Ámbito subjetivo. Estados destinatarios

Como todo acto jurídico de la UE en forma directiva, la Directiva 1999/70/CE y su Acuerdo Marco obliga a los Estados destinatarios en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejándoles, sin embargo, la elección de la forma y de los medios. El art. 4.º de la Directiva establece que los destinatarios de la misma son todos los Estados miembros. A todos les incumbe llevar a cabo las medidas de Derecho interno que sean precisas para lograr los objetivos consignados en la Directiva. Esta, por su parte, tiene la particularidad de tener por objeto aplicar el Acuerdo Marco sobre el trabajo con contrato de duración determinada, que figura en el anexo a la misma, celebrado el 18 de marzo de 1999 entre las organizaciones interprofesionales de carácter general (UNICE, CEEP y CES). Será este Acuerdo Marco el que señale el objeto a cumplir por los destinarios, objeto que se recoge en la cláusula 1.ª del referido Acuerdo: El objeto del presente Acuerdo Marco es: a) mejorar la calidad del trabajo de duración determinada garantizando el respeto al principio de no discriminación; b) establecer un marco para evitar los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada.

Esta Directiva obliga, según su art. 2.º, a los destinatarios a adoptar las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la misma, a lo más tardar el 10 de julio de 2001 o se asegurarán de que, como máximo en dicha fecha, los interlocutores sociales hayan establecido las disposiciones necesarias mediante acuerdo, adoptando los Estados miembros todas las disposiciones necesarias para poder garantizar en todo momento los resultados fijados por la presente Directiva. Además, loes Estados informarán inmediatamente del cumplimiento de la obligación de trasposición a la Comisión. Los Estados miembros, si fuera necesario para tener en cuenta dificultades particulares o la aplicación mediante convenio colectivo, y tras consultar con los interlocutores sociales, podrán disponer como máximo de un año suplementario, debiendo informar inmediatamente a la Comisión de tales circunstancias. Cuando los Estados miembros adopten las disposiciones contempladas en el apartado 1, éstas harán referencia a la presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial.

Como todas las Directivas la que nos ocupa obliga a los destinatarios teniendo el efecto de primacía en relación a los Derechos internos de los miembros. Por lo que se refiere al efecto directo de la Directiva, debe matizarse la cuestión, pues no se puede atribuir sin más a todo el contenido del Acuerdo Marco.

6.2.  Efecto directo. Ante quién puede invocarse la Directiva y el Acuerdo Marco

En este aspecto del efecto directo, determinar el ámbito de aplicación de una directiva supone dilucidar por quién puede invocarse la misma y ante quién, en los casos de falta o inadecuación de trasposición. Como es sabido, la aplicación directa vertical de una directiva solo puede hacerse frente al Estado que ha incumplido con sus obligaciones derivadas de la misma directiva en lo que se refiere a la trasposición al Derecho interno. La aplicación horizontal, es decir la invocación de la directiva ante otro particular que nada ha tenido que ver en la conducta del Estado incumplidor, no es posible sin perjuicio de que mediante la interpretación conforme se lleguen a efectos parecidos a los de la aplicación directa. Dado el tema de este trabajo concretar el ámbito de aplicación de la Directiva 1999/70/CE es crucial pues, precisamente es el empleo público el que interesa aquí, coincidiendo Estado obligado y empresa en un mismo sujeto. El Estado debe trasponer el Acuerdo Marco para promover el cumplimiento de los fines del mismo. En el caso de que no lo haga, los trabajadores de empresas privadas no podrán pedir ante el Estado la aplicación directa de la directiva. Los empleados públicos sí podrán hacerlo por ser el Estado su empleador además de ser el obligado por la Directiva.

La importancia de determinar el ámbito es clara. Como se verá, la aplicación directa se ha llevado a cabo en relación a trabajadores con relación laboral por tiempo determinado incluyendo a los trabajadores indefinido no fijos, personal estatutario temporal dependiente de los servicios sanitarios públicos, funcionarios públicos interinos, funcionarios eventuales, funcionarios de carrera en cuanto a los efectos de sus servicios previos como funcionario interino en procedimientos de promoción interna. Es preciso determinar qué es Estado a los efectos de la aplicación directa y quién puede invocarlo, partiendo de la base de que puede entenderse en un sentido estricto, limitado a lo que constituye la organización jurídico pública a la que se le imputa responsabilidad en caso de incumplimiento del Derecho de la UE (el Estado central), o en un sentido amplio que se extiende a otras Administraciones territoriales o no.

La aplicación directa vertical, única que se admite por ahora, exige que el interesado que la plantee lo haga ante las autoridades del Estado dándose a esta expresión una interpretación peculiar como puede leerse en la STJUE de 7-09-2004, Vasallo, C-180/2004 [LA LEY 102923/2006]:

En primer lugar, en cuanto a la excepción de inadmisibilidad propuesta por el Centro Hospitalario, basta señalar que de la resolución de remisión se desprende que el órgano jurisdiccional nacional considera probado que dicho Centro constituye una institución del sector público vinculada a la Administración pública. Pues bien, según reiterada jurisprudencia, una directiva puede invocarse no sólo frente a las autoridades del Estado, sino también frente a organismos o entidades que estén sometidos a la autoridad o al control del Estado o que dispongan de poderes exorbitantes en relación con los que se derivan de las normas aplicables en las relaciones entre particulares, tales como las entidades territoriales o aquellos organismos a los que, con independencia de su forma jurídica, se les haya encomendado, en virtud de un acto de la autoridad pública, la prestación de un servicio de interés público bajo el control de esta última (sentencias de 22 de junio de 1989, Fratelli Costanzo, 103/88 [LA LEY 1991/1989], Rec. p. 1839, apartado 31; de 12 de julio de 1990, Foster y otros, C-188/89, Rec. p. I-3313, apartado 19, y de 5 de febrero de 2004, Rieser Internationale Transporte, C-157/02 [LA LEY 32067/2004], Rec. p. I-1477, apartado 24).

Por lo tanto, la invocación de la Directiva 1999/70/CE se puede efectuar:


	
a)  Frente a las autoridades del Estado.

	
b)  Frente a organismos o entidades que estén:
	
–  sometidos a la autoridad o al control del Estado;

	
–  o que dispongan de poderes exorbitantes en relación con los que se derivan de las normas aplicables en las relaciones entre particulares, tales como las entidades territoriales o aquellos organismos a los que, con independencia de su forma jurídica, se les haya encomendado, en virtud de un acto de la autoridad pública, la prestación de un servicio de interés público bajo el control de esta última.







Como en el asunto Vasallo, el TJUE atenderá a la información que se le facilita en la resolución de reenvío para asumirla sin mayores razonamientos. De faltar este presupuesto y así desprenderse de la información que se facilita al Tribunal en el reenvío, este sería inadmisible por la exclusión del efecto horizontal. De constar que el órgano remitente considera que se trata de una empresa o centro de trabajo vinculada a la Administración pública, la aplicación directa es admisible.

En la sentencia de 12-12-2013, C-361/312, Carmela Carratú, establece que entre las entidades a las que pueden oponerse las disposiciones de una directiva susceptible de tener efecto directo se incluye todo organismo con independencia de su forma jurídica, al que en virtud de un acto de la autoridad pública se le haya encomendado la prestación de un servicio de interés público bajo la tutela de dicha autoridad y que disponga tal efecto de poderes exorbitantes respecto de las normas aplicables a las relaciones entre particulares (14)  (apartado 29).

6.3.  Efecto directo. Quién puede invocar la Directiva y el Acuerdo Marco

6.3.1.  Principio General

Por lo que se refiere a quién puede alegar la Directiva y el Acuerdo Marco, debe partirse de que la cláusula 3.ª.1 del Acuerdo Marco dispone que se entenderá por trabajador con contrato de duración determinada: el trabajador con un contrato de trabajo o una relación laboral concertados directamente entre un empresario y un trabajador, en los que el final del contrato de trabajo o de la relación laboral viene determinado por condiciones objetivas tales como una fecha concreta, la realización de una obra o servicio determinado o la producción de un hecho o acontecimiento determinado.

Obviamente, la invocación de la Directiva solicitando su efecto directo tiene su ámbito natural de actuación en relación al empleo público. El TJUE, como veremos en este apartado, ha incluido en la definición de trabajador al que presta servicios al Estado ya sea mediante contrato laboral o en virtud de nombramiento, incluyéndose en este caso a las relaciones reguladas por el Derecho Administrativo, como son los funcionarios interinos. Esta inclusión se ha entendido a partir de la redacción de la cláusula 2.ª.2 del Acuerdo Marco, que habilita a los Estados para que, previa consulta con los interlocutores sociales, prevean que el Acuerdo no se aplique a: «b) los contratos o las relaciones de trabajo concluidas en el marco de un programa específico de formación, inserción y reconversión profesionales, de naturaleza pública o sostenido por los poderes públicos». Esta eventual exclusión parte de la premisa de que el resto de relaciones administrativas sí están incluidas.

En la STJUE de 4-07-2006, Adeneler, C-212/2004 [LA LEY 87896/2006], el propio tribunal se plantea la aplicabilidad de la Directiva a un asunto en el que los demandantes en el procedimiento principal, que ejercían las profesiones de responsables de toma de muestras, de secretarios, de técnicos y de veterinarios, celebraron con el ELOG, persona jurídica privada integrada en el sector público Griego y establecida en Tesalónica, varios contratos de trabajo de duración determinada sucesivos. Y lleva a cabo esta declaración de inclusión sin que se hubiera planteado la cuestión por alguna de las partes, entendiendo que en todo caso debe dilucidarse esta cuestión antes de entrar a responder las cuestiones prejudiciales planteadas. En este sentido el Tribunal en el apartado 54 señala que para responder adecuadamente a las cuestiones planteadas, es necesario comenzar por precisar que la Directiva 1999/70 y el Acuerdo Marco se aplican igualmente a los contratos y relaciones laborales de duración determinada celebrados por los órganos de la Administración y demás entidades del sector público. Partiendo de que las disposiciones de estas dos normas (Directiva y Acuerdo) no contienen indicación alguna de la que pueda deducirse que su ámbito de aplicación se limita exclusivamente a los contratos de duración determinada celebrados por los trabajadores con empresarios del sector privado (apartado 55) entiende que, por el contrario, «por una parte, como muestra el tenor literal de la cláusula 2, apartado 1, del Acuerdo Marco, el ámbito de aplicación de éste se ha definido con amplitud, pues en él se incluyen "los trabajadores con un trabajo de duración determinada cuyo contrato o relación laboral esté definido por la legislación, los convenios colectivos o las prácticas vigentes en cada Estado miembro". Además, la definición a efectos del Acuerdo Marco del concepto de "trabajador con contrato de duración determinada", formulada en la cláusula 3, apartado 1, de dicho Acuerdo, engloba a todos los trabajadores, sin establecer diferencias en función del carácter público o privado del empleador para el que trabajan» (apartado 56). Refuerza su conclusión señalando que «por otra parte, la cláusula 2, apartado 2, de dicho Acuerdo Marco, lejos de excluir los contratos o relaciones laborales de duración determinada celebrados por un empleador público, se limita a otorgar a los Estados miembros o a los interlocutores sociales la facultad de declarar el Acuerdo Marco inaplicable a "las relaciones de formación profesional inicial y de aprendizaje", así como a los contratos y relaciones laborales "(concluidos) en el marco de un programa específico de formación, inserción y reconversión profesionales, de naturaleza pública o sostenido por los poderes públicos"».

En la STJUE de 7-09-2006, Marrosu y Sardino, C-53/04, apartados 40 a 43 [LA LEY 102913/2006], se mantiene este criterio en relación a unos demandantes que fueron contratados por un Centro Hospitalario como agentes técnicos de cocina mediante una serie de contratos sucesivos de duración determinada, señalándose que estas contrataciones se efectuaron a partir de una lista de aptitud elaborada a raíz de un concurso público organizado por el Centro Hospitalario para la contratación temporal de «asistentes técnicos de cocina», concurso al que los interesados habían participado con éxito. Ante la solicitud de los interesados en el litigio de instancia de la aplicación directa de la Directiva y ante la decisión del órgano jurisdiccional nacional de plantear una cuestión prejudicial, el Centro Hospitalario considera que tal petición «es inadmisible en la medida en que la Directiva 1999/70 no es directamente aplicable al asunto principal, al carecer las directivas de efecto directo horizontal, dado que el Centro Hospitalario no depende del Estado italiano ni de ningún ministerio. Se trata de un establecimiento autónomo con sus propios directivos, que en su gestión deben aplicar las reglas de Derecho interno, sin poder cuestionarlas ni hacer excepciones a las mismas».

El TJUE declara la admisibilidad de la cuestión prejudicial (apartado 29) por cuanto que:

«…basta señalar que de la resolución de remisión se desprende que el órgano jurisdiccional nacional considera probado que dicho Centro constituye una institución del sector público vinculada a la Administración pública. Pues bien, según reiterada jurisprudencia, una directiva puede invocarse no sólo frente a las autoridades del Estado, sino también frente a organismos o entidades que estén sometidos a la autoridad o al control del Estado o que dispongan de poderes exorbitantes en relación con los que se derivan de las normas aplicables en las relaciones entre particulares, tales como las entidades territoriales o aquellos organismos a los que, con independencia de su forma jurídica, se les haya encomendado, en virtud de un acto de la autoridad pública, la prestación de un servicio de interés público bajo el control de esta última (sentencias de 22 de junio de 1989, Fratelli Costanzo, 103/88 [LA LEY 1991/1989], apartado 31; de 12 de julio de 1990 (15) , Foster y otros, C-188/89, apartado 19, y de 5 de febrero de 2004, Rieser Internationale Transporte, C-157/02 [LA LEY 32067/2004], Rec. p. I-1477, apartado 24) (16) ».


Declarada la admisibilidad del planteamiento de la cuestión, el TJUE en el apartado 39 entra a declarar la aplicabilidad de la Directiva a las cuestiones suscitadas, declarando que «… la Directiva 1999/70 y el Acuerdo Marco se aplican a los contratos y relaciones laborales de duración determinada celebrados por los órganos de la Administración y demás entidades del sector público» con cita expresa de la sentencia de 4-07-2006, Adeneler y otros, C-212/04 [LA LEY 87896/2006] (apartado 54). De forma clara señala que (apartado 40), «en efecto, las disposiciones de estas dos normas (directiva y Acuerdo) no contienen indicación alguna de la que pueda deducirse que su ámbito de aplicación se limita exclusivamente a los contratos de duración determinada celebrados por los trabajadores con empresarios del sector privado» (sentencia Adeneler y otros, antes citada, apartado 55). En este sentido se viene a declarar, en un párrafo que va ser reiteradamente citado en otros asuntos análogos (apartado 41) que «por el contrario, por una parte, como muestra el tenor literal de la cláusula 2, apartado 1, del Acuerdo Marco, el ámbito de aplicación de éste se ha definido con amplitud, pues en él se incluyen de forma general "los trabajadores con un trabajo de duración determinada cuyo contrato o relación laboral esté definido por la legislación, los convenios colectivos o las prácticas vigentes en cada Estado miembro". Además, la definición a efectos del Acuerdo Marco del concepto de "trabajador con contrato de duración determinada", formulada en la cláusula 3, apartado 1, de dicho Acuerdo, engloba a todos los trabajadores, sin establecer diferencias en función del carácter público o privado del empleador para el que trabajan».

Refuerza su argumentación al afirmar que la cláusula 2.ª, apartado 2, de dicho Acuerdo Marco, lejos de excluir los contratos o relaciones laborales de duración determinada celebrados por un empleador público, se limita a otorgar a los Estados miembros o a los interlocutores sociales la facultad de declarar el Acuerdo Marco inaplicable a «las relaciones de formación profesional inicial y de aprendizaje», así como a los contratos y relaciones laborales «(concluidos) en el marco de un programa específico de formación, inserción y reconversión profesionales, de naturaleza pública o sostenido por los poderes públicos» (sentencia Adeneler y otros [LA LEY 87896/2006], antes citada, apartado 57)». Como se ha apuntado antes, esta posibilidad de exclusión de determinados contratos entre los que se incluyen los concertados en programas de naturaleza pública, indica con toda claridad que al resto de los contratos de duración determinadas ( y los nombramientos de funcionarios cuyas relaciones se regulan por el Derecho Administrativo) concertados por las Administraciones públicas es de aplicación la Directiva, así como a los mismos contratos citados en el caso de que no se hiciera uso de la posibilidad dada por el artículo citado de que se excluyeran.

6.3.2.  Inclusión del personal estatutario

Esta doctrina se recoge en la STJUE de 13-09-2007, Cerro Alonso, C-307/2005 [LA LEY 132413/2007]. En este asunto la demandante en instancia trabajó durante más de doce años en diversos hospitales del Servicio Vasco de Salud como miembro del personal temporal, y el TJUE se plantea si la demandante en el procedimiento principal está comprendida en el ámbito de aplicación de la Directiva 1999/70 y en el del Acuerdo Marco. Debe tenerse en cuenta que se trata de personal temporal que presta sus servicios en un Servicio de Salud. Es el denominado personal estatutario regulado por la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud.

Para responder a esta cuestión la sentencia en el apartado 25 afirma que: «el Tribunal de Justicia ha señalado ya que se deduce, tanto del tenor literal de la Directiva 1999/70 y del Acuerdo Marco como del sistema y la finalidad de éstos, que las disposiciones contenidas en ellos se aplican a los contratos y relaciones laborales de duración determinada celebrados por los órganos de la Administración y demás entidades del sector público…», con cita de las sentencias de 4 de julio de 2006, Adeneler y otros, C-212/04, apartados 54 y 57 [LA LEY 87896/2006], así como de 7 de septiembre de 2006, Marrosu y Sardino, C-53/04, apartados 40 a 43 [LA LEY 102913/2006), y Vassallo, C-180/04, apartados 32 a 35 [LA LEY 102923/2006] sentencias a las que nos hemos referido antes.

En este orden de cosas, se refuerza el razonamiento con la referencia a la importancia de los principios de igualdad de trato y de no discriminación, que forman parte de los principios generales del Derecho comunitario, así como la alusión a que las disposiciones previstas por la propia Directiva 1999/70 y el Acuerdo Marco tienen como finalidad garantizar que los trabajadores con un contrato de duración determinada disfruten de las mismas ventajas que los trabajadores por tiempo indefinido comparables, salvo que esté justificado un trato diferenciado por razones objetivas. Por todo esto, tanto a la Directiva como el Acuerdo debe reconocérseles un alcance general, «dado que constituyen normas de Derecho social comunitario de especial importancia de las que debe disfrutar todo trabajador, al ser disposiciones protectoras mínimas» (apartado 27).

Es importante subrayar el que en esta sentencia se plantea por primera vez la circunstancia de que con arreglo al Derecho interno la naturaleza de la relación de servicio que sirve de contraste a la temporal se denomine «de plantilla», expresión que se introduce por el órgano de reenvío tal y como aparece en el apartado 22: «Por otra parte, el órgano jurisdiccional remitente alberga dudas respecto a la cuestión de si el hecho de que un texto legislativo o un acuerdo entre interlocutores sociales prevea una diferencia de trato entre "personal estatutario temporal" y "personal fijo de plantilla" constituye una "razón objetiva" en el sentido de esa misma cláusula del Acuerdo Marco».

Para el TJUE es indiferente la denominación que se dé en el Derecho interno a las relaciones de servicio puestas en comparación: «La mera circunstancia de que un empleo sea calificado como "de plantilla" con arreglo al Derecho nacional y presente alguno de los elementos que caracterizan a la función pública del Estado miembro de que se trate carece de relevancia a este respecto, so pena de desvirtuar gravemente la eficacia de la Directiva 1999/70 y del Acuerdo Marco así como la aplicación uniforme de éstos en los Estados miembros, reservando a estos últimos la posibilidad de excluir a su arbitrio a determinadas categorías de personas del beneficio de la protección requerida por estos instrumentos».

6.3.3.  Personal funcionario. Funcionarios interinos. Aplicación de la Directiva 1999/70/CE según STJUE 22-12-2010

La aplicación de la Directiva al personal con relación administrativa, regulada por el Derecho Administrativo se declara expresamente en la STJUE de 22-12-2010, Gavieiro Gavieiro, C-444/09 y C-456/09, LA LEY 217543/2010. Hasta esa sentencia solo se había planteado la aplicabilidad o no a las relaciones laborales con la Administración pública y, en la sentencia antes comentada, respecto al personal estatutario dependiente de la Administración sanitaria. Ahora se le pregunta al TJUE si en el ámbito subjetivo de aplicación de la Directiva se incluyen las relaciones de empleo público de naturaleza administrativa regidas por el Derecho Administrativo, a los funcionarios públicos con la condición de interinos.

En el litigio de instancia se plantea ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo núm. 3 de Pontevedra una reclamación salarial de un funcionario interino de la Comunidad Autónoma de Galicia al que no se le abonan las retribuciones correspondientes al complemento de salarios justificando la Administración pública su decisión en la condición de interino del interesado. Solo a partir de la entrada en vigor de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP) se le abonan a este personal administrativo temporal los trienios en virtud del art. 25 del citado texto legal (17) . No obstante este reconocimiento legal solo alcanza a los trienios que se devenguen a partir de la entrada en vigor del EBEP pues así se dispone expresamente en el citado art. 25.2 del EBEP, al señalar que los efectos de tal reconocimiento solo se producirán a partir de la entrada en vigor de la ley, circunstancia que se produjo, según la disposición adicional 4.ª del EBEP, al mes de su publicación en el BOE, es decir el 13-05-2007. La reclamación del funcionario interino se refiere al periodo de tiempo en el que a pesar de la vigencia de la Directiva 1999/70/CE los funcionarios interinos no percibían esa cantidad, solicitándose el efecto directo de la cláusula 4.ª del Acuerdo Marco lo que, además, implicaba el desplazamiento de la norma con rango legal que no reconocía efectos retroactivos al derecho a percibir el referido complemento salarial, como se ha señalado antes.

En este orden de cosas, el citado Juzgado plantea la cuestión prejudicial que se tramitará ante el TJUE como asunto C-456/09, y que consiste en la pregunta de «si un miembro del personal interino de la Comunidad Autónoma de Galicia, como la demandante en el litigio principal, está incluido en el ámbito de aplicación personal de la Directiva 1999/70 y del Acuerdo Marco». La respuesta es afirmativa, asumiendo las alegaciones de todas las partes intervinientes en el proceso prejudicial. La sentencia en su apartado 38 señala que «a este respecto, procede recordar que el Tribunal de Justicia ha declarado ya que tanto del tenor literal de la Directiva 1999/70 y del Acuerdo Marco como del sistema y la finalidad de éstos se deduce, que las disposiciones contenidas en ellos se aplican a los contratos y relaciones laborales de duración determinada celebrados por los órganos de la Administración y demás entidades del sector público con la cita de las sentencias antes reseñadas, (Adeneler y otros, Marrosu y Sardino, Vassallo y Del Cerro Alonso). Se reitera que la definición, a efectos del Acuerdo Marco del concepto de "trabajador con contrato de duración determinada», formulada en la cláusula 3, apartado 1, de dicho Acuerdo, engloba a todos los trabajadores, sin establecer diferencias en función del carácter público o privado del empleador para el que trabajan (apartado 40). Se concluye en que (apartado 42), «la Directiva 1999/70 y el Acuerdo Marco se aplican a todos los trabajadores cuyas prestaciones sean retribuidas en el marco de una relación laboral de duración determinada que los vincule a su empleador». Y se reitera lo ya dicho en la sentencia Del Cerro Alonso: «La mera circunstancia de que un empleo sea calificado como "de plantilla" con arreglo al Derecho nacional y presente alguno de los elementos que caracterizan a la función pública del Estado miembro de que se trate carece de relevancia a este respecto, so pena de desvirtuar gravemente la eficacia de la Directiva 1999/70 y del Acuerdo Marco así como la aplicación uniforme de éstos en los Estados miembros, reservando a estos últimos la posibilidad de excluir a su arbitrio a determinadas categorías de personas del beneficio de la protección requerida por estos instrumentos del Derecho de la Unión».

A partir de este pronunciamiento expreso no hay la menor duda de que la Directiva es de aplicación a las relaciones de empleo público cualquiera que sea su naturaleza, ya laboral o administrativa. En este sentido, la Directiva será de aplicación a todo el personal que preste sus servicios de forma temporal con independencia de se trate de una relación laboral o administrativa. Y por lo que respecta a las relaciones administrativas, la temporalidad puede ser del funcionario interino o del personal eventual.

En los mismos términos se pronuncia la STJUE 14-09-16, Pérez López, C-16/2015 [LA LEY 111185/2016]. En el apartado 24 se recopila la doctrina sobre la cuestión.

Con carácter previo, cabe recordar que según el tenor literal de la cláusula 2, apartado 1, del Acuerdo Marco el ámbito de aplicación de éste se ha definido con amplitud, pues en él se incluyen con carácter general «los trabajadores con un trabajo de duración determinada cuyo contrato o relación laboral esté definido por la legislación, los convenios colectivos o las prácticas vigentes en cada Estado miembro». Además, la definición a efectos del Acuerdo Marco del concepto de «trabajador con contrato de duración determinada», formulada en la cláusula 3, apartado 1, de dicho Acuerdo, engloba a todos los trabajadores, sin establecer diferencias en función del carácter público o privado del empleador para el que trabajan y ello independientemente de la calificación de su contrato en Derecho interno (sentencias de 4 de julio de 2006, Adeneler y otros, C-212/04 [LA LEY 87896/2006], EU:C:2006:443, apartado 56; de 13 de marzo de 2014, Márquez Samohano, C-190/13 [LA LEY 17241/2014], EU:C:2014:146, apartado 38; de 3 de julio de 2014, Fiamingo y otros, C-362/13 [LA LEY 76898/2014], C-363/13 y C-407/13, EU:C:2014:2044, apartados 28 y 29, y de 26 noviembre de 2014, Mascolo y otros, C-22/13, C-61/13, C-63/13 y C-418/13 [LA LEY 158034/2014], EU:C:2014:2401, apartado 67)».

6.3.4.  Funcionario de carrera y efectos de los servicios prestados como funcionario interino antes de adquirir la condición de funcionario de carrera. STJUE 8-09-2011, Rosado Santana, C-177/2010 [LA LEY 165393/2011]

Ya en la sentencia Gavieiro Gavieiro el TJUE declaró la aplicabilidad de la Directiva y el Acuerdo Marco al personal que presta servicios en la Administración pública como funcionario interino. Ahora de lo que se trata es de aplicar tales disposiciones a funcionarios de carrera en lo que respecta a los efectos que puedan tener los servicios prestados en interinidad antes de acceder a la función pública. Es el asunto resuelto por la STJUE de 8-09-2011, Rosado Santana, C-177/2010.

En el litigio principal se aprecia que entre 1989 y 2005 el demandante prestó servicios como funcionario interino para la Junta de Andalucía, y con posterioridad tomó posesión como funcionario de carrera de esta Administración Pública en 2005. El demandante presentó la documentación prevista para participar en las pruebas selectivas por el sistema de promoción interna para el ingreso de los funcionarios al Cuerpo General de Administrativos de dicha Administración Pública convocadas por la Consejería competente. En la convocatoria se establecían determinados requisitos que debían cumplir los candidatos a las pruebas selectivas entre los que se incluía el que los candidatos a las pruebas debían de estar en posesión o en condiciones de obtener el título de Bachiller Superior o un título equivalente, o, alternativamente, poseer una antigüedad de diez años como funcionario de carrera en cuerpos pertenecientes al grupo D, o de cinco años y haber superado un curso específico del Instituto Andaluz de Administración Pública». El interesado no cumplía con la exigencia de tener una antigüedad de 10 años como funcionario de carrera, pero sí tenía tal requisito si se le computaba el tiempo de servicios como funcionario interino. Al no admitirse estos servicios previos se le excluyó del procedimiento de promoción interna interponiéndose recurso contencioso-administrativo frente a tal decisión.

Tanto el Gobierno español como la Comisión Europea alegaron en el procedimiento prejudicial que la Directiva 1999/70 y el Acuerdo Marco no son aplicables al litigio principal. El Gobierno español afirma que «cuando participó en el proceso de promoción interna, al que sólo pueden acceder, conforme a la normativa aplicable, los funcionarios de carrera, el propio demandante en el litigio principal era funcionario de carrera desde 2005» (apartado 38). Entiende el Gobierno que la diferencia de trato alegada se produce frente a otros funcionarios de carrera que también participan en este procedimiento y que, bien ostentan la titulación exigida o, alternativamente, tienen una antigüedad de diez años como funcionarios de carrera. No existiría contraste entre personal temporal y fijo quedando fuera del ámbito de la Directiva, por cuanto el Acuerdo Marco no se refiere a la igualdad de trato entre trabajadores con contratos de duración indefinida, cuando algunos de ellos han prestado sus servicios anteriormente como trabajadores con contratos de duración determinada.

El TJUE declara que la Directiva sí es aplicable al asunto litigioso, pues el mero hecho de que el demandante haya adquirido la condición de funcionario de carrera y que su acceso a un proceso selectivo por el sistema de promoción interna esté sujeto a la posesión de dicha condición, no excluye la posibilidad de que éste pueda invocar en determinadas circunstancias el principio de no discriminación enunciado en la cláusula 4.ª del Acuerdo Marco.

La decisión se explica con detalle en el apartado 42: «En efecto, en el litigio principal, el demandante pretende, en esencia, en su condición de funcionario de carrera, poner en entredicho una diferencia de trato a la hora de tener en cuenta la antigüedad y la experiencia profesional adquirida a fines de un proceso selectivo interno. Mientras que los períodos de servicios prestados como funcionario de carrera se toman en consideración, no ocurre así con los prestados en calidad de funcionario interino, y, según él, no se han examinado la naturaleza de las tareas efectuadas y las características inherentes a éstas. Dado que la discriminación contraria a la cláusula 4 del Acuerdo Marco de la que el demandante en el litigio principal alega haber sido víctima se refiere a los períodos de servicio prestados como funcionario interino, el hecho de que entre tanto éste haya tomado posesión como funcionario de carrera carece de relevancia. Los hechos anteriores estarían en el ámbito de aplicación del Acuerdo Marco, siéndole de aplicación la cláusula 4 del Acuerdo Marco que prevé en su apartado 4 que los criterios de antigüedad relativos a determinadas condiciones de trabajo serán los mismos para los trabajadores con contrato de duración determinada que para los trabajadores fijos, salvo que criterios de antigüedad diferentes vengan justificados por razones objetivas».

La sentencia entiende que «del tenor de dicha disposición ni del contexto en el que se inserta se desprende que ésta deje de ser de aplicación una vez que el trabajador de que se trata adquiera el estatus de trabajador fijo. En efecto, los objetivos que persiguen la Directiva 1999/70 y el Acuerdo Marco, que consisten tanto en prohibir la discriminación como en prevenir los abusos derivados de la utilización de contratos sucesivos o de relaciones laborales de duración determinada, militan en sentido contrario» (apartado 43). Excluir en principio la aplicación del Acuerdo Marco a una situación como la del litigio principal, como proponen el Gobierno español y la Comisión, equivaldría a reducir, haciendo caso omiso del objetivo asignado a dicha cláusula 4, el ámbito de protección reconocido a los trabajadores afectados frente a las discriminaciones y conduciría a una interpretación indebidamente restrictiva de esta cláusula contraria a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia (véanse, en este sentido, las sentencias Del Cerro Alonso, antes citada, apartados 37 y 38, y de 15 de abril de 2008, Impact, C-268/06 [LA LEY 6481/2008], Rec. I-2483, apartados 114 y 115)» (apartado 44).

Por último, la Consejería de la Junta de Andalucía alegó que la cláusula 4.ª, apartado 1 del Acuerdo Marco no es de aplicación al litigio principal, «dado que el requisito de antigüedad como funcionario de carrera constituye un requisito de acceso al empleo requerido para participar en un proceso selectivo, y no una condición de trabajo, en el sentido de dicha cláusula» (apartado 45). Planteamiento que es desestimado por la sentencia con la remisión a la doctrina del TJUE sobre el concepto de «condiciones de trabajo» y concluye que «el Tribunal de Justicia ya ha puesto de manifiesto que las normas nacionales relativas a los períodos de servicio que deben cumplirse para poder ser clasificado en una categoría retributiva superior o a fines del cálculo de los períodos de servicio requeridos para ser objeto de un informe de calificación cada año y, en consecuencia, poder beneficiarse de una promoción profesional como la controvertida en el litigio principal forman parte integrante de las condiciones de trabajo (véanse, por analogía, en el ámbito de la igualdad de trato entre trabajadoras y trabajadores, las sentencias de 30 de abril de 1998, Thibault, C-136/95 [LA LEY 6105/1998], Rec. p. I-2011, apartado 27, y de 18 de noviembre de 2004, Sass, C-284/02 [LA LEY 145/2005], Rec. p. I-11143, apartados 31 y 34)» (apartado 46).

Por todo lo anterior, se concluyó en la aplicabilidad de la Directiva y el Acuerdo Marco a la cuestión litigiosa planteada: la valoración de los servicios prestados como funcionario interino una vez que se adquiere la condición de funcionario de carrera.

Se reitera esta doctrina en la STJUE de 18-10-2012, Rosanna Valenza, asuntos acumulados C-302/11 a C-305/11C [LA LEY 151008/2012]. Se afirma que el mero hecho de que las recurrentes en el litigio principal hayan adquirido la condición de trabajadoras fijas no excluye la posibilidad de que éstas puedan invocar en determinadas circunstancias el principio de no discriminación enunciado en la cláusula 4 del Acuerdo Marco, con expresa remisión a la sentencia Rosado Santana, antes citada, apartado 41, y también a la sentencia de 8-3-2012, Huet, C-251/11 [LA LEY 44782/2012] que se expone en el siguiente apartado de este trabajo.

Como en el asunto Rosado Santana en los litigios principales, «las recurrentes pretenden, en esencia, en su condición de trabajadoras fijas, poner en entredicho una diferencia de trato a la hora de tener en cuenta la antigüedad y la experiencia profesional adquirida a fines de un proceso selectivo a cuyo término han adquirido la condición de funcionarias de carrera. Mientras que los períodos de servicios prestados como trabajadoras fijas se toman en consideración para determinar la antigüedad, y, por lo tanto, para fijar el importe de la retribución, no ocurre así con los prestados en calidad de trabajadoras con contrato de duración determinada, sin que, según ellas, se hayan examinado la naturaleza de las tareas efectuadas y las características inherentes a éstas. Dado que la discriminación contraria a la cláusula 4 del Acuerdo Marco de la que las recurrentes en el litigio principal alegan haber sido víctimas se refiere a los períodos de servicio prestados como trabajadoras con contrato de duración determinada, el hecho de que entre tanto éstas hayan pasado a ser trabajadoras fijas carece de relevancia (véase, en este sentido, la sentencia Rosado Santana, antes citada, apartado 42)» (apartado 35).

6.3.5.  Supuestos de conversión de contrato temporal en indefinido en aplicación de la Directiva. STJUE de 8-3-2011, C-251/2011, Martial Huet [LA LEY 290464/2011]

La cuestión prejudicial se plantea en el marco de un litigio entre un trabajador que ocupaba un puesto de investigador en la université de Bretagne occidentale (UBO), en relación con los términos y condiciones del contrato de trabajo que celebró con esta universidad a raíz de la transformación de su último contrato de duración determinada en un contrato por tiempo indefinido. El demandante en el litigio principal ocupó un puesto de investigador en la UBO durante seis años consecutivos. Estuvo trabajando en virtud de varios contratos de trabajo sucesivos de duración determinada, prorrogados sin interrupción del 1 de marzo de 2002 al 15 de marzo de 2008, y en todos se hacía mención todos ellos a sus funciones de investigador.

En principio podría pensarse que tal cuestión se reduce a una valoración de un contrato de duración indefinida por lo que no sería objeto de regulación por la Directiva y su Acuerdo Marco. El TJUE piensa que sí es pertinente la cuestión ya que trae su origen de una disposición nacional dictada en trasposición de la Directiva. En el apartado 37 se afirma lo siguiente: «No obstante, como se desprende del apartado 33 de la presente sentencia, y contrariamente a lo que sostiene la Comisión, no se puede considerar extraña al ámbito de aplicación del Acuerdo Marco la transformación de un contrato de duración determinada en un contrato por tiempo indefinido (véase, al respecto, la sentencia de 8 de septiembre de 2011, Rosado Santana, C-177/10 [LA LEY 165393/2011], Rec. p. I-0000, apartados 41 a 44). En efecto, en el caso de autos, la ley nacional que llevó a la UBO a transformar el último contrato de duración determinada del demandante en el litigio principal en un contrato por tiempo indefinido guarda efectivamente relación con las medidas preventivas enumeradas en la cláusula 5, apartado 1, letra b), del Acuerdo Marco».

Como puede apreciarse se hace una cita expresa del asunto Rosado Santana, que acabamos de exponer, en el que la situación legal del interesado al momento de plantearse la cuestión no era la de un trabajador temporal, sino funcionario de carrera, siendo no obstante de aplicación la Directiva porque se trataba de valorar los servicios previos a la adquisición de la dela condición de fijo.

6.3.6.  Trabajador indefinido no fijo. El ATJUE de 11-12-2014, C-86/2014 [LA LEY 194535/2014]

La condición de trabajador indefinido no fijo en el ámbito del empleo público español es la que tiene un trabajador que ha sido contratado por la Administración mediante un contrato de duración determinada que luego se declara en fraude de la normativa reguladora de la contratación temporal. Es una creación jurisprudencial que examinamos en otras partes de este trabajo desde diversos aspectos y que tiene la virtualidad de establecer un «arreglo» entre la normativa laboral (que sanciona el fraude de ley en la contratación temporal mediante la conversión de la relación laboral en indefinida) y la regulación constitucional y administrativa, normativa esta última que solo permite el acceso a la condición de trabajador fijo mediante la superación de un proceso de acceso que cumpla los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad. Aquí solo interesa ahora traerla a la vista para determinar si la Directiva y su Acuerdo Marco son de aplicación a esta relación laboral.

El citado «arreglo» al que hacemos mención se concreta en que el trabajador que concierta un contrato temporal con la Administración pública que es luego declarado en fraude de ley infringiendo la normativa específica no adquiere la condición de fijo de plantilla, sino que se le reconoce la condición de indefinido no fijo. De lo que se trata ahora es de determinar si esta condición de indefinido no fijo es una relación laboral temporal o indefinida. La respuesta desde el Derecho interno es clara: se trata de una relación temporal. La respuesta desde el Derecho de la UE la da el TJUE en el auto que comentamos, señalando que de lo que se trata de saber es si las cláusulas 2 y 3, apartado 1, del Acuerdo Marco deben interpretarse en el sentido de que un trabajador como la demandante en el litigio principal, trabajador indefinido no fijo, está incluido en el ámbito de aplicación del Acuerdo Marco.

Para resolver la cuestión se parte dela premisa de que la Directiva 1999/70 y el Acuerdo Marco se aplican a todos los trabajadores cuyas prestaciones sean retribuidas en el marco de una relación laboral de duración determinada que los vincule a su empleador (18) . Partiendo de los hechos del litigio de instancia, la sentencia entiende que el trabajador ha estado vinculado a su empleador sucesivamente mediante dos contratos de trabajo de duración determinada, en el sentido de las cláusulas 2 y 3, apartado 1, del Acuerdo Marco, y que la relación laboral entre ella y su empleador se convirtió posteriormente, como sanción, en una «relación laboral de carácter indefinido no fijo», con arreglo a la normativa nacional (apartado 40). Se concluye en la plena aplicabilidad del Acuerdo Marco careciendo de importancia a este respecto que el contrato de trabajo se denomine tras su conversión «contrato indefinido no fijo», dado que, como se desprende del auto de remisión, tal conversión es una sanción por el recurso abusivo a sucesivos contratos de trabajo de duración determinada y no modifica la propia naturaleza de estos contratos (apartado 41).

6.3.7.  Trabajadores de enseñanza. STJUE de 26-11-2014, Mascolo, C-22/13, C-61/13 a C-63/13 y C-418/13 [LA LEY 158034/2014]

La especialidad de este asunto viene dada por la naturaleza de las prestaciones que se efectúan en el ámbito docente. Se trata de contratos de trabajo de duración determinada, unas de docentes al servicio del Ministerio de Educación italiana, otra como educadora de guardería y escuela infantil y el último como personal administrativo del referido Ministerio.

Por lo que aquí interesa el Gobierno italiano alega en el procedimiento prejudicial que no resulta apropiado que el sector de la enseñanza esté sometido a las disposiciones del Acuerdo Marco relativas a la utilización abusiva de sucesivos contratos de trabajo de duración determinada. En su opinión, este sector se caracteriza por «la existencia de necesidades distintas en el sentido de la cláusula 5, punto 1, de este Acuerdo Marco, por cuanto la enseñanza tiene como objetivo garantizar el respeto del derecho a la educación y es indispensable para el buen funcionamiento del sistema educativo» (apartado 66).

El TJUE declara la plena aplicabilidad del Acuerdo Marco manifestando que debe recordarse que, según el propio tenor literal de la cláusula 2, apartado 1, del Acuerdo Marco, el ámbito de aplicación de éste se ha definido con amplitud, pues en él se incluyen de manera general los trabajadores con un trabajo de duración determinada cuyo contrato o relación laboral esté definido por la legislación, los convenios colectivos o las prácticas vigentes en cada Estado miembro. Además, la definición del concepto de «trabajador con contrato de duración determinada» en el sentido del Acuerdo Marco, contenida en la cláusula 3, punto 1, de éste, engloba a todos los trabajadores, sin establecer diferencias en función del carácter público o privado del empleador para el que trabajan y ello independientemente de la calificación de su contrato en Derecho interno (apartado 67).

La STJUE reitera que el Acuerdo Marco se aplica pues a todos los trabajadores cuyas prestaciones sean retribuidas en el marco de una relación laboral de duración determinada que los vincule a su empleador, siempre que el vínculo establecido sea un contrato de trabajo en el sentido del Derecho nacional, y con la única salvedad del margen de apreciación que confiere a los Estados miembros la cláusula 2, punto 2, del Acuerdo Marco sobre la aplicación de éste a algunas categorías de contratos o de relaciones laborales y la exclusión, conforme al párrafo cuarto del preámbulo del Acuerdo Marco, de los trabajadores cedidos.

Se concluye declarando la inclusión de este tipo de relaciones de trabajo de duración determinada en el ámbito de la Directiva y el Acuerdo Marco:


«70. Corrobora esta conclusión el contenido de la cláusula 5, punto 1, del Acuerdo Marco, del que se desprende que, de conformidad con el párrafo tercero del preámbulo del Acuerdo Marco y de los apartados 8 y 10 de sus consideraciones generales, dentro del marco de la aplicación de dicho Acuerdo Marco los Estados miembros tienen la facultad de tener en cuenta las necesidades particulares de los distintos sectores de actividades y/o de las categorías de trabajadores de que se trate, siempre que ello obedezca a motivos objetivos (sentencia Fiamingo y otros, EU:C:2014:2044, apartado 39).

71. De ello se deduce que están incluidos en el ámbito de aplicación del Acuerdo Marco y, en particular, en su cláusula 5, aquellos trabajadores que se encuentren en la situación de los demandantes en los procedimientos principales, que han sido contratados como profesores o como personal administrativo y de servicios para realizar sustituciones anuales en escuelas de titularidad estatal en el marco de contratos de trabajo en el sentido del Derecho nacional que, según consta, no forman parte de relaciones laborales que pueden ser excluidas del ámbito de aplicación del Acuerdo Marco (véase, por analogía, la sentencia Márquez Samohano, C-190/13, EU:C:2014:146, apartado 39)».



6.3.8. Funcionarios eventuales. STJUE de 9-07-2015, C-177/2014 [LA LEY 89023/2015] (19) 

En el litigio original se reclama por un funcionario eventual del Consejo de Estado español el abono de los trienios devengados en tal condición. La legislación que se cita ahora excluye a esta clase de funcionario del percibo de este concepto retributivo. El art. 8.1 del EBEP establece que son funcionarios públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al servicio de los intereses generales. Y el apartado 2.º los clasifica en: a) Funcionarios de carrera; b) Funcionarios interinos; c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal y d) Personal eventual. Por su parte, el art. 12 del EBEP define al personal eventual del siguiente modo:


«1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo a los créditos presupuestarios consignados para este fin.

2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto determinarán los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número máximo se establecerá por los respectivos órganos de gobierno. Este número y las condiciones retributivas serán públicos.

3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.

4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o para la promoción interna.

5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen general de los funcionarios de carrera».



La exclusión en el percibo de trienios se fundamenta también en el apartado 4.º del art. 26 de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012 [LA LEY 11690/2012] (BOE núm. 156, de 30 de junio de 2012) (20) .

La sentencia, después de recordar que el Acuerdo Marco se aplican a todos los trabajadores cuyas prestaciones sean retribuidas en el marco de una relación laboral de duración determinada que los vincule a su empleador, entiende que del mismo modo es aplicable al personal eventual sin que las características propias de este tipo de funcionarios (nombramiento y cese libre y desempeño de funciones de confianza respecto del que lo nombra) no impiden la plena aplicación de la Directiva:

Debe señalarse que el mero hecho de que se califique a un trabajador de eventual en virtud del Derecho nacional o de que su contrato de trabajo presente algunos aspectos particulares, como en el litigio principal, su carácter temporal, su nombramiento o cese libres o el que se considere que dicho trabajador desempeña funciones de confianza y de asesoramiento especial, carece de relevancia a este respecto, so pena de desvirtuar gravemente la eficacia de la Directiva 1999/70 [LA LEY 7675/1999] y del Acuerdo Marco y su aplicación uniforme en los Estados miembros, al reservar a éstos la posibilidad de excluir a su arbitrio a determinadas categorías de personas del beneficio de la protección requerida por estos instrumentos de la Unión (véase, por analogía, la sentencia Del Cerro Alonso, C-307/05, EU:C:2007:509, apartado 29).

En el apartado 35 se concluye en la consideración de esta relación de servicios como temporal y, por ello, incluida en el ámbito de aplicación de la Directiva: «Se desprende del tenor de la cláusula 3, apartado 1, del Acuerdo Marco que un contrato de trabajo o una relación laboral de duración determinada se caracterizan por el hecho de que el final de dicho contrato de trabajo o de dicha relación laboral "viene determinado por condiciones objetivas tales como una fecha concreta, la realización de una obra o servicio determinado o la producción de un hecho o acontecimiento determinado". De este modo, debe considerarse que un contrato o una relación de servicio, como la controvertida en el litigio principal, que finaliza automáticamente cuando se produzca el cese de la autoridad para la que se desempeñen las funciones, tiene un plazo cuyo final lo determina "la producción de un hecho o acontecimiento determinado", en el sentido de dicha cláusula 3, apartado 1». Por consiguiente, un trabajador que se encuentre en tal situación está incluido en el ámbito de aplicación de la cláusula 3, apartado 1, del Acuerdo Marco.

6.3.9. Trabajadores contratados por empresas de trabajo temporal. Exclusión de la Directiva

Según la STJUE de 11-04-2013, C-290/12, la Directiva 1999/70/CE y el Acuerdo Marco no se aplican a estas relaciones laborales producto de la puesta a disposición de trabajadores de una empresa a otra. Según la sentencia la puesta a disposición de trabajadores cedidos temporalmente constituye una figura compleja y específica del Derecho laboral que implica una doble relación laboral entre la empresa de trabajo temporal y el trabajador cedido, y entre este y la empresa usuaria, así como una puesta a disposición de trabajadores entre la empresa de trabajo temporal y la empresa usuaria (apartado 40).

La sentencia se basa para la exclusión en el párrafo cuarto de preámbulo del Acuerdo Marco que dice que «este Acuerdo se aplica a los trabajadores que tienen un contrato de duración determinada, a excepción de los puestos a disposición de una empresa usuaria por una agencia de trabajo temporal. Las partes tienen la intención de estudiar la necesidad de un acuerdo similar para las agencias de trabajo temporal» (21) . Además, la cláusula 3.ª.1 del Acuerdo Marco establece que «a efectos del presente Acuerdo, se entenderá por: 1. "trabajador con contrato de duración determinada": el trabajador con un contrato de trabajo o una relación laboral concertados directamente entre un empresario y un trabajador, en los que el final del contrato de trabajo o de la relación laboral viene determinado por condiciones objetivas tales como una fecha concreta, la realización de una obra o servicio determinado o la producción de un hecho o acontecimiento determinado».

7.  EXCLUSIONES

7.1.  Inaplicación de la cláusula 5.ª del Acuerdo Marco si se trata del primer o único contrato de duración determinada. STJUE de 22-11-2005, Werner Mangold/Rüdiger Helm, C-144/2004 [LA LEY 228208/2005]

La regulación del Acuerdo Marco no tiene por objeto aquellos supuestos en los que solo hay un solo contrato de trabajo de duración determinado. Este criterio se viene aplicando por el TJUE en atención a la redacción de la cláusula 5.1 del Acuerdo Marco que se refiere a la prevención de los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada. Y lo anterior en concordancia con uno de los objetivos del Acuerdo Marco, cuando la cláusula 1.ª dispone que el objeto del Acuerdo es «b) establecer un marco para evitar los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada».

En el asunto Mangold así se declara:


«41. A este respecto es preciso señalar que el objetivo de la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco consiste en prevenir los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada.

42. Ahora bien, como han confirmado en la vista las partes del procedimiento principal, el contrato es el primero y único contrato de trabajo celebrado entre ellas.

43. En estas circunstancias, la interpretación de la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco carece manifiestamente de relevancia para dirimir el litigio pendiente ante el tribunal remitente y, consiguientemente, no procede responder a la primera cuestión, letra b)».



Criterio que se mantiene en asuntos como Angelidaki, STJUE de 23-04-2009, asuntos acumulados C-378/2007 a 380/2007, que en el apartado 90 señala lo siguiente:

«Procede señalar, de antemano, que el Acuerdo Marco no obliga a os Estados miembros a adoptar una medida que exija que cualquier primer o único contrato de trabajo de duración determinada esté justificado por tales razones objetivas. En efecto, como ya ha declarado el Tribunal de Justicia, tales contratos de trabajo de duración determinada no están incluidos en el ámbito de aplicación de la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco, que únicamente se refiere a la prevención de los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada, por lo que las razones objetivas contempladas en el apartado 1, letra a), de dicha cláusula sólo se refieren a la renovación de tales contratos o relaciones (véase la sentencia Mangold, antes citada, apartados 41 a 43)».


7.2  Inaplicación de la cláusula 4.ª del Acuerdo Marco a los supuestos de distinto trato entre relaciones temporales. STJUE de 14 Sep. 2016, Pérez López, C-16/2015 [LA LEY 111185/2016]

La Directiva tiene como finalidad la tutela ante la discriminación en la contratación temporal y evitar el abuso en la contratación temporal sucesiva. Pero no se incluye ni las posibles diferencias entre los contratos temporales ni el fraude en la celebración de un solo contrato de duración determinada. En el asunto Pérez López el órgano remitente plantea si la cláusula 4.ª del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a una norma nacional que deniega toda indemnización por cese al personal estatutario temporal eventual, mientras que esta indemnización se concede a la finalización del contrato de los trabajadores comparables con contrato de trabajo eventual. La comparación se hace por el órgano remitente entre dos relaciones temporales, una regulada por el art. 9 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud [LA LEY 1904/2003] (22) . Y la otra por el ET, con referencia art. 49, apartado 1, letra c), dispone que, a la finalización del contrato, excepto en los casos del contrato de interinidad y de los contratos formativos, el trabajador tendrá derecho a recibir una indemnización de cuantía equivalente a la parte proporcional de la cantidad que resultaría de abonar doce días de salario por cada año de servicio.

Después de referirse a la cláusula 4.ª, apartado 1, del Acuerdo y su tenor literal así como a la reiterada jurisprudencia sobre el citado precepto, señala que ha de precisarse que el principio de no discriminación se ha aplicado y concretado mediante el Acuerdo Marco únicamente en lo que respecta a las diferencias de trato entre trabajadores con contrato de duración determinada y trabajadores con contratos por tiempo indefinido que se encuentren en una situación comparable. Sin embargo, una posible diferencia de trato entre determinadas categorías de personal con contratos de duración determinada, como la que señala el juzgado remitente, que no se basa en la duración determinada o indefinida de la relación de servicio, sino en su carácter funcionarial o laboral, no está incluida en el ámbito de aplicación del principio de no discriminación consagrado por dicho Acuerdo Marco:


«67. Esta diferencia de trato sólo podría estar incluida en el ámbito de aplicación del principio de no discriminación establecido en la cláusula 4 del Acuerdo Marco en el supuesto en que el juzgado remitente debiera declarar que trabajadores con una relación de servicio por tiempo indefinido y que realizan un trabajo comparable perciben una indemnización por extinción de la relación, mientras que esta indemnización se deniega al personal estatutario temporal eventual (véase, en este sentido, la sentencia de hoy, De Diego Porras, apartados 37 y 38).

68. Pues bien, en la medida en que ningún elemento de los autos en poder del Tribunal de Justicia deja ver que en el litigio principal exista una diferencia de trato entre el personal estatutario temporal eventual y el personal estatutario fijo, la diferencia de trato objeto de la cuarta cuestión prejudicial planteada por el juzgado remitente no está comprendida en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión (autos de 11 de noviembre de 2010, Vino, C-20/10, no publicado, EU:C:2010:677, apartado 64; de 22 de junio de 2011, Vino, C-161/11, no publicado, EU:C:2011:420, apartado 30, y de 7 de marzo de 2013, Rivas Montes, C-178/12, no publicado, EU:C:2013:150, apartado 52). Por tanto, esta diferencia de trato está incluida únicamente en el ámbito de aplicación del Derecho nacional, cuya interpretación corresponde exclusivamente al juzgado remitente (autos de 22 de junio de 2011, Vino, C-161/11, no publicado, EU:C:2011:420, apartado 35, y de 7 de marzo de 2013, Rivas Montes, C-178/12, no publicado, EU:C:2013:150, apartado 53)».



8.  EFECTO DIRECTO. QUÉ CLÁUSULAS DEL ACUERDO MARCO TIENEN EFECTO DIRECTO

En el capítulo correspondiente de este trabajo se examina en general el efecto directo del Derecho de UE y, en especial, de los actos jurídicos con forma de directivas. Según el art. 288 TFUE (antiguo art. 249 TCE) la directiva obligará al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios. Por ello el contenido normativo de una directiva se dirige a los Estados miembros, y no a los particulares, debiendo aquellos desarrollar una actividad en el seno del Derecho interno de cada uno para que en ese ámbito se alcance el resultado previsto y querido.

No obstante, ante el incumplimiento de un Estado en cumplir con las obligaciones derivadas de una directiva el contenido normativo de esta puede tener cierta virtualidad jurídica precisamente frente al que ha incumplido con sus cometidos. Cuando el Estado incumple con su obligación de trasponer la directiva al Derecho interno en el plazo señalado por aquellas, o cuando esta adaptación es defectuosa, el TJUE ha sentado la doctrina de que tal comportamiento no puede beneficiar al Estado incumplidor que, ante la invocación por un particular del contenido de una directiva, se verá en la obligación de darle cumplimiento siempre y cuando la norma de la directiva que se invoque tenga la característica de establecer obligaciones o derechos de forma clara, completa e incondicional. Por lo tanto, el efecto directo no es una característica que se vaya a predicar del contenido íntegro de una directiva sin más, sino que habrá que estar al contenido de cada una de sus normas. Ya hemos hecho alusión en el apartado relativo al ámbito de aplicación de la Directiva 1999/70/CE el contenido obligatorio de esta, en especial el art. 2.º. Peculiar de la Directiva que se examina es que el contenido regulatorio propiamente dicho viene dado por el Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre trabajo de duración determinada.

En el Acuerdo Marco anexo a la directiva 1999/70/CE nos encontramos en puridad con dos normas jurídicas cuyo efecto directo es lo que se va a examinar aquí a la vista de las sentencias del TJUE.

La primera es la norma contenida en la cláusula 4.º.1 cuyo contenido es el siguiente:

«Por lo que respecta a las condiciones de trabajo, no podrá tratarse a los trabajadores con un contrato de duración determinada de una manera menos favorable que a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de duración determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas».


La norma es una mandato de no discriminación entre trabajadores temporales y fijos comparable, salvo concurrencia de causas objetivas.

La segunda norma es la contenida en la cláusula 5.ª.1 cuyo tenor literal es el siguiente:


«A efectos de prevenir los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada los Estados miembros, previa consulta con los interlocutores sociales y conforme a la legislación, los acuerdos colectivos y las prácticas nacionales, y/o los interlocutores sociales, cuando no existan medidas legales equivalentes para prevenir los abusos, introducirán de forma que se tengan en cuenta las necesidades de los distintos sectores y/o categorías de trabajadores, una o varias de las siguientes medidas:


	
a)  razones objetivas que justifiquen la renovación de tales contratos o relaciones laborales;

	
b)  la duración máxima total de los sucesivos contratos de trabajo o relaciones laborales de duración determinada;

	
c)  El número de renovaciones de tales contratos o relaciones laborales».





Interesa ahora examinar si se puede predicar de ambas normas el efecto directo al que se ha hecho alusión y solo para aquellos supuestos en los que se aprecie incumplimiento por ausencia o defecto en la trasposición. Veamos los pronunciamientos que hay sobre el efecto directo de estas dos normas. Antes debe señalarse que el efecto directo es una característica también de las directivas que se han dictado por el procedimiento ya estudiado en el caso de la Directiva 1999/70/CE y que tienen como contenido normativo una regulación que ha sido producto de un acuerdo entre los interlocutores sociales.

En efecto, este efecto directo también lo va a tener el Acuerdo Marco anexo a la Directiva 1999/70/CE siempre que, como no podía ser de otro modo, su contenido cumpla con las exigencias de la jurisprudencia del TJUE. Así se recoge en el apartado 58 de la sentencia STJUE de 15-04-2008, Impact, C-268/06: «Como ha indicado la Abogado General en el punto 87 de sus conclusiones, esta jurisprudencia puede trasladarse a acuerdos que, como el Acuerdo Marco, han nacido de un diálogo mantenido, sobre la base del art. 139 CE, apartado 1, entre interlocutores sociales en el ámbito comunitario y han sido aplicados, conforme al apartado 2 de este artículo, mediante una Directiva del Consejo de la Unión Europea, de la que, entonces, forman parte» (apartado 58). Y en el mismo sentido en el asunto Gavieiro Gavieiro, apartado 77: «El Tribunal de Justicia ya ha declarado que esta jurisprudencia puede trasladarse a acuerdos que, como el Acuerdo Marco, han nacido de un diálogo mantenido, sobre la base del art. 155 TFUE [LA LEY 6/1957], apartado 1, entre interlocutores sociales en el ámbito de la Unión y han sido aplicados, conforme al apartado 2 de este artículo, mediante una directiva del Consejo de la Unión Europea, de la que, entonces, forman parte (sentencia Impact, antes citada, apartado 58)».

8.1.  La cláusula 4.1 del Acuerdo Marco como principio de Derecho social de la Unión

Como se ha apuntado antes la cláusula 4.1 contiene una norma consistente en un mandato dirigido a los Estados miembros y que se viene a concretar en prohibir cualquier distinto trato en perjuicio de los contratados por tiempo determinado, con dos presupuestos: que las situaciones en contraste sean comparables y que no existan razones objetivas para la diferenciación. Esta prohibición obliga a incluir en el Derecho interno todas las medidas legales precisas que eviten una discriminación del trabajo de duración determinada así como eliminar las que pudieran existir. Con carácter general y según el TJUE, en atención a los objetivos que persigue el Acuerdo Marco, la cláusula 4.ª del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que expresa un principio de Derecho social de la Unión que no puede ser interpretado de manera restrictiva (asuntos Del Cerro Alonso, apartado 38, e Impact, apartado 114, Gavieiro Gavieiro 47 a 49).

Para el TJUE la cláusula 1.ª, letra a), del Acuerdo Marco, tiene como uno de sus objetivos el de mejorar la calidad del trabajo de duración determinada garantizando el respeto al principio de no discriminación ello, como se desprende del párrafo tercero de la exposición de motivos del Acuerdo Marco, ilustra la voluntad de los interlocutores sociales de establecer un marco general para garantizar la igualdad de trato a los trabajadores con un contrato de duración determinada, protegiéndolos contra la discriminación. En el mismo sentido, el decimocuarto considerando de la Directiva 1999/70 precisa al efecto que el objetivo del Acuerdo Marco consiste, en particular, en mejorar la calidad del trabajo de duración determinada estableciendo condiciones mínimas que garanticen la aplicación del principio de no discriminación.

Entre los objetivos del Acuerdo Marco y, muy en particular, de la cláusula 4.ª, se encuentra la prohibición de discriminación a los trabajadores con un contrato de duración determinada de modo que se impida que una relación laboral de esta naturaleza sea utilizada por un empleador para privar a dichos trabajadores de derechos reconocidos a los trabajadores con contrato de duración indefinida (Del Cerro Alonso, apartado 37).

El TJUE sostiene que la disposición de la cláusula 4.ª del Acuerdo Marco tiene efecto directo. Los asuntos más relevantes en los que se ha dilucidado la cuestión son los siguientes.

La STJUE de 15-04-2008, Impact, C-268/06, reconoce que esta disposición tiene efecto directo. La sentencia afirma que es jurisprudencia reiterada (SSTJUE de 26-02-1986, Marshall y 20-03-2003, Kutz-Bauer), que, siempre que las disposiciones de una directiva resulten ser, desde el punto de vista de su contenido, incondicionales y suficientemente precisas, los particulares podrán invocarlas frente al Estado, particularmente en su condición de empleador. Y ello se dice siguiendo el criterio de la Abogado General que entiende que esta jurisprudencia puede trasladarse a acuerdos que, como el Acuerdo Marco, han nacido de un diálogo mantenido, sobre la base del art. 139 CE, apartado 1, entre interlocutores sociales en el ámbito comunitario y han sido aplicados, conforme al apartado 2 de este artículo, mediante una Directiva del Consejo de la Unión Europea, de la que, entonces, forman parte.

En ese sentido, la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco impone, por lo que respecta a las condiciones de trabajo, la prohibición de tratar a los trabajadores con un contrato de duración determinada de una manera menos favorable que a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de duración determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas. «Esta disposición prohíbe de manera general y en términos inequívocos cualquier diferencia de trato no justificada objetivamente respecto a los trabajadores con contratos de duración determinada por lo que se refiere a las condiciones de trabajo. Como ha afirmado Impact, su contenido es lo suficientemente preciso para que pueda ser invocada por un justiciable y aplicada por el juez (véase, por analogía, la sentencia Marshall, antes citada, apartado 52)» (apartado 60). Se desestima la alegación del Gobierno de Irlanda de que la inexistencia de una definición del concepto de condiciones de trabajo impide que dicha disposición pueda ser aplicada por un juez a los hechos del litigio del que deba conocer y, por consiguiente, no priva al contenido de esta disposición de su carácter suficientemente preciso.

Se entiende por el TJUE que la prohibición precisa impuesta por la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco no necesita la adopción de ningún acto de las instituciones comunitarias y, además, la disposición examinada no confiere, en modo alguno, a los Estados miembros la facultad de condicionar o de restringir, al adaptar el Derecho interno a dicha disposición, el alcance de la prohibición que impone en materia de condiciones de trabajo (apartado 62).

No impide el efecto directo que respecto al principio de no discriminación que contiene dicha disposición, esta establece una reserva relativa a las justificaciones basadas en razones objetivas. «Sin embargo, como ha señalado el propio tribunal remitente, la aplicación de esta reserva es susceptible de control jurisdiccional (véase, como ejemplo de tal control sobre el concepto de razones objetivas en el contexto de la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco, la sentencia de 4 de julio de 2006, Adeneler y otros, C-212/04, Rec. p. I-6057, apartados 58 a 75), de modo que la posibilidad de invocarla no impide considerar que la disposición examinada confiere a los particulares derechos que pueden invocar ante los tribunales nacionales y que éstos deben salvaguardar (véanse, por analogía, las sentencias Van Duyn, antes citada, apartado 7; de 10 de noviembre de 1992, Hansa Fleisch Ernst Mundt, C-156/91, Rec. p. I-5567, apartado 15; de 9 de septiembre de 1999, Feyrer, C-374/97, Rec. p. I-5153, apartado 24, y de 17 de diciembre de 2002, Baumbast y R, C-413/99, Rec. p. I-7091, apartados 85 y 86)» (apartado 64).

Tampoco impide el efecto directo el apartado 2.º de esta cláusula («cuando resulte adecuado, se aplicará el principio de prorata temporis») pues tal disposición solo subraya una de las consecuencias que puede acarrear la aplicación del principio de no discriminación a favor de los trabajadores con contratos de duración determinada, sin menoscabar en modo alguno el contenido mismo de este principio (apartado 65).

Y, finalmente, tampoco puede aducirse para negar efecto directo la cláusula 4.ª el apartado 3.º de la misma (23) , pues lo que hace es atribuir a los Estados miembros y/o a los interlocutores sociales la tarea de definir las disposiciones destinadas a facilitar la «aplicación» del principio de prohibición de discriminación impuesto por esta cláusula (apartado 66). Por todo lo cual, se concluye en que cláusula 4.ª, apartado 1, del Acuerdo Marco es, desde el punto de vista de su contenido, incondicional y lo suficientemente precisa para poder ser invocada por un particular ante un tribunal nacional.

La STJUE de 22 de diciembre de 2010, Gavieiro Gavieiro, asuntos acumulados C-444/09 y C-456/09, igualmente reconoce a este precepto efecto directo.

Se vuelve a declarar el efecto directo de la cláusula 4.ª del Acuerdo Marco con expresa referencia a Impact: «Como ha afirmado Impact, su contenido es lo suficientemente preciso para que pueda ser invocada por un justiciable y aplicada por el juez (véase, por analogía, la sentencia Marshall, antes citada, apartado 52)».

Y se vuelven a rechazar argumentos ya planteados en detrimento del efecto directo, como la inexistencia en el Acuerdo Marco de una definición del concepto de condiciones de trabajo pues tal eventualidad no impide que dicha disposición pueda ser aplicada por un juez a los hechos del litigio del que deba conocer y, por consiguiente, no priva al contenido de esta disposición de su carácter suficientemente preciso. Se reitera que la prohibición precisa impuesta por la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco no necesita la adopción de ningún acto de las instituciones comunitarias y que no confiere a los Estados la facultad de condicionar o de restringir, al adaptar el Derecho interno a dicha disposición, el alcance de la prohibición que impone en materia de condiciones de trabajo (apartado 62). Del mismo modo se rechaza que la existencia de una reserva en la propia cláusula impida el efecto directo con los mismos argumentos que se emplearon en Impact, de modo que la posibilidad de invocar la reserva no impide considerar que la disposición examinada confiere a los particulares derechos que pueden invocar ante los tribunales nacionales y que éstos deben salvaguardar (24) . Tampoco tiene relevancia sobre el carácter incondicional de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco por el apartado 2 de esta cláusula como ya se ha visto en Impact, ni tampoco la redacción de la cláusula 4, apartado 3, del Acuerdo Marco, que deja a los Estados miembros y/o a los interlocutores sociales la tarea de definir las disposiciones destinadas a facilitar la «aplicación» del principio de prohibición de discriminación impuesto por esta cláusula (apartado 66).

Recopilando las diferentes resoluciones el ATJUE de 21-09-2016, C-631/2015 [LA LEY 123741/2016] expone lo siguiente:

«Por último, procede recordar que la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco es incondicional y suficientemente precisa para que los particulares puedan invocarla frente al Estado ante un juez nacional (véanse, en este sentido, la sentencia de 22 de diciembre de 2010, Gavieiro Gavieiro e Iglesias Torres, C-444/09 y C-456/09, EU:C:2010:819, apartados 78 a 83; el auto de 18 de marzo de 2011, Montoya Medina, C-273/10, no publicado, EU:C:2011:167, apartado 46; la sentencia de 8 de septiembre de 2011, Rosado Santana, C-177/10, EU:C:2011:557, apartado 56, y el auto de 9 de febrero de 2012, Lorenzo Martínez, C-556/11, no publicado, EU:C:2012:67, apartado 53)» (apartado 59).


8.2.  Sobre la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco

El citado apartado 1.º tiene el siguiente contenido, como ya es sabido:


«Medidas destinadas a evitar la utilización abusiva (cláusula 5.ª)

A efectos de prevenir los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada los Estados miembros, previa consulta con los interlocutores sociales y conforme a la legislación, los acuerdos colectivos y las prácticas nacionales, y/o los interlocutores sociales, cuando no existan medidas legales equivalentes para prevenir los abusos, introducirán de forma que se tengan en cuenta las necesidades de los distintos sectores y/o categorías de trabajadores, una o varias de las siguientes medidas: a) razones objetivas que justifiquen la renovación de tales contratos o relaciones laborales; b) la duración máxima total de los sucesivos contratos de trabajo o relaciones laborales de duración determinada; c) el número de renovaciones de tales contratos o relaciones laborales».



Se debe dilucidar si ante una trasposición tardía o defectuosa del Acuerdo Marco de la Directiva 1999/70/CE, es posible que los particulares soliciten la directa aplicación de este precepto ante el Estado incumplidor.

La opinión del TJUE es que la cláusula 5.ª, apartado 1, del Acuerdo Marco no es, desde el punto de vista de su contenido, incondicional y lo suficientemente precisa para que un particular pueda invocarla ante un tribunal nacional.

En el apartado 197 de la STJUE de 23-04-2009, Angelidaky y otros, asuntos cumulados C-378/2007 a 380/2007 [LA LEY 34571/2009], se llega a esta conclusión al afirmarse que: «En efecto, en virtud de esta disposición, corresponde a los Estados miembros la facultad de apreciar si, para prevenir los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos de trabajo de duración determinada, recurren a una o varias de las medidas enunciadas en esta cláusula o incluso a medidas legales existentes equivalentes, y ello teniendo en cuenta las necesidades de los distintos sectores y/o categorías de trabajadores. Además, no es posible determinar suficientemente la protección mínima que debería aplicarse en cualquier caso con arreglo a la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco (sentencia Impact, antes citada, apartados 71, 78 y 79)».

La STJUE de 15-4-2008, Impact, C-268/2006 [LA LEY 6481/2008], en el apartado 73 ya había llegado a este conclusión al establecer que: «Sin embargo, es preciso constatar que, a diferencia de la disposición controvertida en el asunto que dio lugar a la sentencia Francovich y otros, antes citada, la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco no contiene ninguna obligación incondicional y lo suficientemente precisa para poder ser invocada a falta de medidas de adaptación adoptadas dentro de plazo, por un particular ante un tribunal nacional». Y en el apartado 75: «Ahora bien, en el presente asunto, no puede acogerse la tesis de la Comisión conforme a la cual la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco también determina tal protección material mínima al exigir, a falta de cualquier otra medida destinada a combatir los abusos o, al menos, de una medida suficientemente eficaz, objetiva y transparente a tal fin, que existan razones objetivas que justifiquen la renovación de contratos o de relaciones laborales de duración determinada sucesivos». Y a mayor abundamiento se acoge el alegato en el mismo sentido del Abogado General que cuestiona lo afirmado por la Comisión sobre el efecto directo de la citada cláusula que de ser así «privaría de sentido la elección de los medios que permite la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco, puesto que permitiría a un particular alegar la falta de razones objetivas para impugnar la renovación de su contrato de duración determinada incluso aunque esta renovación no infringiera las normas relativas a la duración máxima total o al número de renovaciones que el Estado miembro interesado hubiera adoptado conforme a las opciones ofrecidas por dicha cláusula 5, apartado 1, letras b) y c)» (apartado 77).

8.3.  Sobre la cláusula 8, apartado 3, del Acuerdo Marco. Esta disposición establece Disposiciones para la puesta en práctica (cláusula 8)

«La aplicación de las disposiciones del presente Acuerdo no podrá constituir una justificación válida para la reducción del nivel general de protección de los trabajadores en el ámbito cubierto por el presente Acuerdo».


Tampoco reúne este precepto las condiciones que hacen que sea susceptible de aplicación directa ni, por lo tanto, faculta a los particulares para su alegación frente a la Administración del Estado que no ha traspuesto en tiempo y forma la Directiva 1999/70/CE. Como se señala en el asunto Angelidaki, «por lo que se refiere a la cláusula 8, apartado 3, del Acuerdo Marco, procede recordar que, como se desprende del apartado 126 de la presente sentencia, dicha cláusula no prohíbe toda reducción del nivel de protección garantizado a los trabajadores con contratos de duración determinada sino únicamente aquella que, por una parte, esté justificada por la "puesta en práctica" de éste y, por otra parte, se refiera al "nivel general de protección" de los trabajadores con contratos de duración determinada (apartado 208). De ello se deduce, en primer lugar, que, como se desprende del su título, la cláusula 8, apartado 3, del Acuerdo Marco se refiere únicamente a la "puesta en práctica" de este Acuerdo por los Estados miembros y/o los interlocutores sociales, a los que incumbe adaptar el Derecho interno a dicho Acuerdo, prohibiéndoles, como se ha señalado en el apartado 133 de la presente sentencia, que, al proceder a dicha adaptación, justifiquen la reducción del nivel general de protección de los trabajadores invocando la necesidad de aplicar el Acuerdo Marco (apartado 209). En segundo lugar, como se desprende del apartado 140 de la presente sentencia, la cláusula 8, apartado 3, del Acuerdo Marco, al limitarse a prohibir, según sus propios términos, "la reducción del nivel general de protección de los trabajadores en el ámbito cubierto por [este] Acuerdo", implica que la única reducción que está incluida en su ámbito de aplicación es aquella cuyo alcance pueda afectar globalmente a la normativa nacional en materia de contratos de trabajo de duración determinada. Pues bien, los particulares no pueden deducir de tal prohibición ningún derecho cuyo contenido sea suficientemente claro, preciso e incondicional» (apartado 210).

Se concluye así en que de ello se desprende que la cláusula 8, apartado 3, del Acuerdo Marco no cumple los requisitos exigidos para producir efecto directo.

8.4.  Posibilidad de efecto directo horizontal

En principio, dado que solo interesa aquí el efecto de la Directiva y el Acuerdo Marco en el empleo público, no se va a tratar el posible efecto directo horizontal. Este efecto suele ser excluido ya que entre particulares no se puede esgrimir el incumplimiento de una directiva. No obstante en cuanto a la aplicabilidad directa horizontal o entre particulares de la cláusula 4 del Acuerdo Marco, hay que tener en cuenta que conforme al TJUE la misma debe interpretarse en el sentido de que expresa un principio de Derecho Social de la Unión que no puede ser interpretado de manera restrictiva (sentencia de 22 de diciembre de 2010, Gavieiro Gavieiro e Iglesias Torres, C-444/09 y C-456/09). Por esa razón, el TJUE ha empleado el estándar de interpretación propio del principio de no discriminación. Al tratarse de un principio general de la UE el principio de no discriminación (CDFUE art. 21), procede la aplicación directa horizontal. En efecto, según la Sala IV del Tribunal Supremo, la aplicación a la relación entre particulares o eficacia directa «horizontal», no puede predicarse de todo el Derecho de Unión, sino tan sólo del «Derecho originario europeo», integrado por los Tratados, la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (CDFUE) y los principios generales que el TJ atribuye cualidad de constitucionales; y también alcanza –la primacía– al Derecho derivado con directa eficacia, en concreto los Reglamentos, puesto que los mismos –conforme al art. 288 TFUE– gozan de «alcance general» y serán «obligatorio[s] en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro» desde su publicación en el DOUE. (STS, Sala IV, núm. 497/2016 de 8 de junio) En la misma línea, el TJUE en las sentencias 22/11/2005, asunto «Mangold»; 19/01/2010, asunto «Kücükdeveci»; 13 Septiembre 2011, asunto «Prigge»; y STJUE 19 abril 2016 Caso Dansk Industri, ha considerado que cuando una Directiva concreta un Derecho fundamental o principio general de la UE, como la prohibición de discriminación (en estos casos por razón de edad) corresponde a los jueces nacionales que conocen de un asunto en el que se discute sobre el principio de no discriminación garantizar, en el marco de su competencia, la protección jurídica que confiere el Derecho de la Unión a los justiciables y la eficacia plena de éste, dejando si es preciso sin aplicación cualesquiera disposiciones de la normativa nacional contrarias a dicho principio (caso Mangold, antes citado, apartado 77). Por lo tanto, el TJUE considera la cláusula 4ª del Acuerdo Marco una plasmación del principio de no discriminación, un derecho fundamental (art. 21 CDFUE) y, por tanto, un principio general del Derecho Social de la Unión que ha de tener eficacia no solo vertical, sino también horizontal o entre particulares (25) .
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	Conviene señalar que el apartado 65 de la sentencia Adeneler dice que «A estos efectos, dicha cláusula impone a los Estados miembros la obligación de introducir en su ordenamiento jurídico una o varias de las medidas indicadas en las letras a) a c) de su apartado 1, si no existen ya en el Estado miembro de que se trate medidas legales equivalentes destinadas a prevenir con efectividad la utilización abusiva de contratos de trabajo de duración determinada sucesivos».


	 Ver Texto 




	 (13) 

	En el asunto resuelto por la STJUE de 22-11-2005 se planteaba en vía prejudicial, por lo que aquí interesa ahora, si la cláusula 8, apartado 3, del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a una norma nacional que al adaptar el Derecho interno a la Directiva 1999/70, rebajó de 60 a 58 años la edad a partir de la cual pueden celebrarse contratos de trabajo de duración determinada sin límite alguno. El TJUE asume las alegaciones que hizo el Abogado General en cuanto y las observaciones que presentó en la vista el Gobierno alemán que entendieron que las sucesivas reducciones de la edad a partir de la cual se admite la celebración de contratos de duración determinada sin límite alguno no obedecen a la necesidad de aplicar el Acuerdo Marco, sino a fomentar el empleo de las personas de edad avanzada en Alemania (apartado 53). Por ello se concluye que la cláusula 8, apartado 3, del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una norma nacional, como la controvertida en el procedimiento principal, que, por razones relacionadas con la necesidad de fomentar el empleo y que no guardan ninguna relación con la aplicación de dicho Acuerdo, ha rebajado la edad a partir de la cual pueden celebrarse contratos de trabajo de duración determinada sin límite alguno (apartado 54).


	 Ver Texto 




	 (14) 

	En esta sentencia se solicitaba el efecto directo de la Directiva 1999/70/CE frente al Poste Italiane que es un organismo cuyo titular exclusivo es el Estado italiano a través de su único accionista que es el Ministerio de Economía y Finanzas, estando sometido a la supervisión del Estado y del Tribunal de Cuentas., uno de cuyos miembros pertenece al Consejo de Administración.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	En este asunto, Fratelli Costanzo, C- 103/88, se declara la aplicabilidad de la Directiva frente a todos los órganos de las Administraciones públicas así como la obligación de estos a su aplicación: «Sería, por otra parte, contradictorio considerar a los particulares legitimados para invocar ante los órganos jurisdiccionales nacionales, y en contra de la Administración Pública, las disposiciones de una directiva que respondan a las condiciones arriba mencionadas; y estimar, no obstante, que a la referida Administración Pública no le incumbe la obligación de aplicar la directiva y de inaplicar las disposiciones de Derecho nacional que las infrinjan. De lo dicho se desprende que, cuando se den los requisitos exigidos por la doctrina jurisprudencial de este Tribunal para que los particulares puedan invocar las disposiciones de una directiva ante los órganos jurisdiccionales nacionales, todos los órganos de la Administración Pública, incluso los no integrados en la Administración Central, como pueda ser el caso de un Municipio, están obligados a aplicar dichas disposiciones».


	 Ver Texto 




	 (16) 

	En esa Sentencia, Rieser Internationale Transporte, C-157/02, se declara la aplicabilidad de una Directiva a un organismo al que, cualquiera que sea su forma jurídica, le ha sido encomendado, en virtud de un acto de la autoridad pública, el cumplimiento, bajo el control de esta última, de un servicio de interés público y que dispone, a tal efecto, de facultades exorbitantes en comparación con las normas aplicables en las relaciones entre particulares a los particulares: «apartado 23. El Tribunal de Justicia también ha declarado (sentencias de 26 de febrero de 1986, Marshall I, 152/84, Rec. p. 723, apartado 49, y Foster y otras, antes citada, apartado 17) que, cuando los justiciables pueden ampararse en una directiva frente al Estado, pueden hacerlo independientemente de cuál sea la calidad en que actúa este último, empresario o autoridad pública. En efecto, en uno y otro caso ha de evitarse que el Estado pueda obtener ventajas de su incumplimiento del Derecho comunitario. Apartado 24. Entre las entidades a las que se pueden oponer las disposiciones de una directiva que puedan tener efectos directos, figura, en cualquier caso, un organismo al que, cualquiera que sea su forma jurídica, le ha sido encomendado, en virtud de un acto de la autoridad pública, el cumplimiento, bajo el control de esta última, de un servicio de interés público y que dispone, a tal efecto, de facultades exorbitantes en comparación con las normas aplicables en las relaciones entre particulares» (sentencias Foster y otras, antes citada, apartados 20, y de 14 de septiembre de 2000, Collino y Chiappero, C-343/98, Rec. p.I-6659, apartado 23).


	 Ver Texto 




	 (17) 

	El art. 25 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. El citado artículo que tiene el título de «Retribuciones de los funcionarios interinos», con el siguiente contenido: «1. Los funcionarios interinos percibirán las retribuciones básicas y las pagas extraordinarias correspondientes al Subgrupo o Grupo de adscripción, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo. Percibirán asimismo las retribuciones complementarias a que se refieren los apartados b), c) y d) del art. 24 y las correspondientes a la categoría de entrada en el cuerpo o escala en el que se le nombre. 2. Se reconocerán los trienios correspondientes a los servicios prestados antes de la entrada en vigor del presente Estatuto que tendrán efectos retributivos únicamente a partir de la entrada en vigor del mismo». En la actualidad la Ley 7/2007, de 12 de abril, estuvo vigente hasta el 1-11-2015, fecha en que fue derogada por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. El art. 25 de la nueva disposición tiene la misma redacción que en la Ley 7/2007.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	La cita es obligada; Asuntos Del Cerro Alonso, C-307/05, apartado 28; Rosado Santana, C-177/10, apartado 40, y Valenza y otros, C-302/11 a C-305/11, apartado 33.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Sobre esta sentencia MARINA JALVO, B., «El derecho del personal eventual a percibir los trienios. Comentarios a propósito de la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 9 de julio de 2015 y de la Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de enero de 2016», Revista de Administración Pública, núm. 201, 2016


	 Ver Texto 




	 (20) 

	El apartado 4 del art. 26 de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012 [LA LEY 11690/2012] (BOE núm. 156, de 30 de junio de 2012), establece lo siguiente: «El personal eventual percibirá las retribuciones por sueldo y pagas extraordinarias correspondientes al grupo o subgrupo de clasificación al que el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas asimile sus funciones y las retribuciones complementarias que correspondan al puesto de trabajo, reservado a personal eventual, que desempeñe […]. Los funcionarios de carrera que, en situación de activo o de servicios especiales, ocupen puestos de trabajo reservados a personal eventual percibirán las retribuciones básicas correspondientes a su grupo o subgrupo de clasificación, incluidos trienios, en su caso, y las retribuciones complementarias que correspondan al puesto de trabajo que desempeñen».


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Efectivamente, la Directiva 2008/104 tiene por objeto la regulación del trabajo en régimen de cesión de empresas de trabajo temporal.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	El art. 9 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud [LA LEY 1904/2003] establece: «1. Por razones de necesidad, de urgencia o para el desarrollo de programas de carácter temporal, coyuntural o extraordinario, los servicios de salud podrán nombrar personal estatutario temporal. Los nombramientos de personal estatutario temporal podrán ser de interinidad, de carácter eventual o de sustitución. 2. El nombramiento de carácter interino se expedirá para el desempeño de una plaza vacante de los centros o servicios de salud, cuando sea necesario atender las correspondientes funciones. Se acordará el cese del personal estatutario interino cuando se incorpore personal fijo, por el procedimiento legal o reglamentariamente establecido, a la plaza que desempeñe, así como cuando dicha plaza resulte, amortizada. 3. El nombramiento de carácter eventual se expedirá en los siguientes supuestos: a) Cuando se trate de la prestación de servicios determinados de naturaleza temporal, coyuntural o extraordinaria. b) Cuando sea necesario para garantizar el funcionamiento permanente y continuado de los centros sanitarios. c) Para la prestación de servicios complementarios de una reducción de jomada ordinaria. Se acordará el cese del personal estatutario eventual cuando se produzca la causa o venza el plazo que expresamente se determine en su nombramiento, así como cuando se supriman las funciones que en su día lo motivaron. Si se realizaran más de dos nombramientos para la prestación de los mismos servicios por un periodo acumulado de 12 o más meses en un período de dos años, procederá el estudio de las causas que lo motivaron, para valorar, en su caso, si procede la creación de una plaza estructural en la plantilla del centro».


	 Ver Texto 




	 (23) 

	4.3. Acuerdo Marco: «Las disposiciones para la aplicación de la presente cláusula las definirán los Estados miembros, previa consulta con los interlocutores sociales, y/o los interlocutores sociales, según la legislación comunitaria y de la legislación, los convenios colectivos y las prácticas nacionales».


	 Ver Texto 




	 (24) 

	La sentencia de 4 de julio de 2006, Adeneler y otros en la que en relación a la cláusula 5.1 del Acuerdo Marco se afirma su efecto directo por cuanto la misma reserva citada es susceptible de control jurisdiccional.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	En este sentido, sentencia del TSJ del País Vasco de 15-11-2016.


	 Ver Texto 
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